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ADMINISTRACION DEL ESTADO

Ministerio del interior
Jefatura Provincial de trafico

cadiz
REsOlUCIóN DE lA JEfA PROvINCIAl DE TRáfICO DE CáDIZ sOBRE 
MEDIDAs EsPECIAlEs DE ORDENACIóN DE lA CIRCUlACIóN 
CON MOTIvO DE lA CElEBRACIóN DE EvENTOs EN DIsTINTAs 
lOCAlIDADEs DE lA PROvINCIA.
 Antecedentes de Hecho.-
	 La	 celebración	 los	 días	 29	 al	 31/01/2020	 del	 rodaje	 fotografico	 de	 la	
marca Wolkswagen en Tarifa,  afectando en su desarrollo a vías interurbanas, implica 
la necesidad de establecer un dispositivo especial para que la circulación sea, en todo 
momento,	lo	más	segura	y	fluida	posible.
 fundamentos de Derecho.-
 En virtud de lo establecido en los artículos 5 y 6 de la ley 6/2015, de 30 de 
octubre,	por	la	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley	sobre	Tráfico,	Circulación	
de	Vehículos	a	Motor	y	Seguridad	Vial,	corresponde	a	la	Dirección	General	de	Tráfico	
la ordenación, control y gestión de la circulación en las vías interurbanas.
 El Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Circulación, establece que:
	 Artículo	37.	Ordenación	especial	del	tráfico	por	razones	de	seguridad	o	
fluidez	de	la	circulación.
1.	Cuando	razones	de	seguridad	o	fluidez	de	la	circulación	lo	aconsejen,	podrá	ordenarse	
por la autoridad competente otro sentido de circulación, la prohibición total o parcial de 
acceso a partes de la vía, bien con carácter general, bien para determinados vehículos 
o usuarios, el cierre de determinadas vías, el seguimiento obligatorio de itinerarios 
concretos	o	la	utilización	de	arcenes	o	carriles	en	sentido	opuesto	al	normalmente	previsto.
2.	Para	evitar	entorpecimiento	a	la	circulación	y	garantizar	su	fluidez,	se	podrán	imponer	
restricciones o limitaciones a determinados vehículos y para vías concretas, que serán 
obligatorias para los usuarios afectados.
3.	El	cierre	a	la	circulación	de	una	vía	objeto	de	la	legislación	sobre	tráfico,	circulación	
de	vehículos	a	motor	y	seguridad	vial	sólo	se	realizará	con	carácter	excepcional	y	deberá	
ser	expresamente	autorizado	por	el	organismo	autónomo	Jefatura	Central	de	Tráfico	o,	
en	su	caso,	por	la	autoridad	autonómica	o	local	responsable	de	la	regulación	del	tráfico,	
salvo	que	esté	motivada	por	deficiencias	físicas	de	la	infraestructura	o	por	la	realización	
de	obras	en	ésta;	en	tal	caso	la	autorización	corresponderá	al	titular	de	la	vía,	y	deberá	
contemplarse, siempre que sea posible, la habilitación de un itinerario alternativo y 
su	señalización.	El	cierre	y	la	apertura	al	tráfico	habrá	de	ser	ejecutado,	en	todo	caso,	
por	los	agentes	de	la	autoridad	responsable	de	la	vigilancia	y	disciplina	del	tráfico	o	
del personal dependiente del organismo titular de la vía responsable de la explotación 
de	ésta.	Las	autoridades	competentes	a	que	se	ha	hecho	referencia	para	autorizar	el	
cierre a la circulación de una carretera se comunicarán los cierres que hayan acordado.
4.	 El	 organismo	 autónomo	 Jefatura	Central	 de	Tráfico	 o,	 en	 su	 caso,	 la	 autoridad	
autonómica	o	local	responsable	de	la	regulación	del	tráfico,	así	como	los	organismos	
titulares de las vías, podrán imponer restricciones o limitaciones a la circulación por 
razones	de	seguridad	vial	o	fluidez	del	tráfico,	a	petición	del	titular	de	la	vía	o	de	otras	
entidades, como las sociedades concesionarias de autopistas de peaje, y quedará obligado 
el	peticionario	a	la	señalización	del	correspondiente	itinerario	alternativo	fijado	por	la	
autoridad	de	tráfico,	en	todo	su	recorrido.	[…]
 Artículo 38. Circulación en autopistas y autovías.
1. se prohíbe circular por autopistas y autovías con vehículos de tracción animal, 
bicicletas, ciclomotores y vehículos para personas de movilidad reducida.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los conductores de bicicletas mayores 
de	14	 años	podrán	 circular	 por	 los	 arcenes	de	 las	 autovías,	 salvo	que	por	 razones	
justificadas	de	seguridad	vial	 se	prohíba	mediante	 la	 señalización	correspondiente.	
Dicha prohibición se complementará con un panel que informe del itinerario alternativo.
2.	Todo	conductor	que,	por	razones	de	emergencia,	se	vea	obligado	a	circular	con	su	
vehículo por una autopista o autovía a velocidad anormalmente reducida, regulada en 
el artículo 49.1, deberá abandonarla por la primera salida.
3. los vehículos especiales o en régimen de transporte especial que excedan de las masas 
o dimensiones establecidas en el Reglamento General de vehículos podrán circular, 
excepcionalmente,	por	autopistas	y	autovías	cuando	así	se	indique	en	la	autorización	
complementaria de la que deben ir provistos, y los que no excedan de dichas masas o 
dimensiones, cuando, con arreglo a sus características, puedan desarrollar una velocidad 
superior a 60 km/h en llano y cumplan las condiciones que se señalan en el anexo III 
de este reglamento.
 Artículo 39. limitaciones a la circulación.
1. Con sujeción a lo dispuesto en los apartados siguientes, se podrán establecer 
limitaciones de circulación, temporales o permanentes, en las vías objeto de la legislación 
sobre	tráfico,	circulación	de	vehículos	a	motor	y	seguridad	vial,	cuando	así	lo	exijan	
las	condiciones	de	seguridad	o	fluidez	de	la	circulación.
2. En determinados itinerarios, o en partes o tramos de ellos comprendidos dentro de 
las vías públicas interurbanas, así como en tramos urbanos, incluso travesías, se podrán 
establecer restricciones temporales o permanentes a la circulación de camiones con 
masa	máxima	autorizada	superior	a	3.500	kilogramos,	furgones,	conjuntos	de	vehículos,	
vehículos articulados y vehículos especiales, así como a vehículos en general que no 
alcancen	o	no	 les	esté	permitido	alcanzar	 la	velocidad	mínima	que	pudiera	fijarse,	
cuando,	por	razón	de	festividades,	vacaciones	estacionales	o	desplazamientos	masivos	
de	vehículos,	se	prevean	elevadas	intensidades	de	tráfico,	o	cuando	las	condiciones	en	
que ordinariamente se desarrolle aquél lo hagan necesario o conveniente.
Asimismo	por	razones	de	seguridad	podrán	establecerse	restricciones	temporales	o	
permanentes a la circulación de vehículos en los que su propia peligrosidad o la de su 

carga	aconsejen	su	alejamiento	de	núcleos	urbanos,	de	zonas	ambientalmente	sensibles	
o de tramos singulares como puentes o túneles, o su tránsito fuera de horas de gran 
intensidad de circulación.
3. Corresponde establecer las aludidas restricciones al organismo autónomo Jefatura 
Central	de	Tráfico	o,	en	su	caso,	a	la	autoridad	de	tráfico	de	la	comunidad	autónoma	
que	tenga	transferida	la	ejecución	de	la	referida	competencia	[…]
 Por todo cuanto antecede, Resuelvo:
	 Autorizar	las	siguientes	medidas	especiales	de	regulación	del	tráfico:	

29 a 
31/01/2020

Cortes puntuales en la circulación de las carreteras CA-9104, CA-9123 
(p.k. 4,000) y en la A-372 (p.k. 35,000), entre las 07:00 a las 21:00 horas.

 
	 Cádiz,	29	de	enero	de	2020.	La	Jefa	Provincial.	Firmado:	Piedad	Sánchez	
Sánchez.	 	 	 	 	 	 									nº 6.409

ADMINISTRACION LOCAL

ayuntaMiento de JiMena de la frontera
EDICTO

	 Aprobada	 inicialmente	 la	 Ordenanza	 municipal	 reguladora	 del	
PROCEDIMIENTO PARA El RECONOCIMIENTO DE lA sITUACIóN DE 
AsIMIlADO Al RÉGIMEN DE fUERA DE ORDENACIóN Y DE lAs NORMAs 
MÍNIMAs DE sEGURIDAD Y sAlUBRIDAD DE lAs EDIfICACIONEs 
IRREGUlAREs, por Acuerdo del Pleno de fecha 16 de enero de 2020, de conformidad 
con los artículos 49 y 70.2 de la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen local y 56 del Texto Refundido de Régimen local, se somete a información 
pública	por	el	plazo	de	30	días	hábiles,	a	contar	desde	día	siguiente	a	la	inserción	de	
este	anuncio	en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia	para	que	pueda	ser	examinada	y	
presentar	 las	 reclamaciones	 que	 se	 estimen	 oportunas.	Durante	 dicho	 plazo	 podrá	
ser examinado por cualquier interesado en las dependencias municipales para que se 
formulen las alegaciones que se estimen pertinentes. Asimismo, estará a disposición de 
los interesados en la sede electrónica de este Ayuntamiento	[https://jimenadelafrontera.
sedelectronica.es/info.0].	En	el	caso	de	no	presentarse	reclamaciones	en	el	citado	plazo,	
se	entenderá	definitivamente	aprobado	el	Acuerdo	de	aprobación	de	la	mencionada	
Ordenanza.	
 lo que se hace público para general conocimiento. Jimena de la frontera 
(Cádiz)	a	22	de	enero	de	2020.	EL	ALCALDE.	Fdo.:	Francisco	J.	Gómez	Pérez.

nº 4.764
___________________

ayuntaMiento de san Martin del tesorillo
ANUNCIO EN El BOlETÍN OfICIAl DE lA PROvINCIA 

DE APROBACIóN DEfINITIvA
	 Al	no	haberse	presentado	reclamaciones	durante	el	plazo	de	exposición	
al público, queda automáticamente elevado a definitivo el Acuerdo plenario 
inicial	 aprobatorio	 de	 la	 Ordenanza	 municipal	 reguladora	 de	 CONCESION	 DE	
sUBvENCIONEs POR El AYUNTAMIENTO, cuyo texto íntegro se hace público, 
para su general conocimiento y en cumplimiento de lo previsto en el artículo 70.2 de 
la ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen local.
 «"Artículo 1.- Objeto 
	 La	presente	ordenanza	tiene	como	objeto	establecer	las	normas	reguladoras	
generales que han de regir la tramitación y concesión de subvenciones o ayudas por 
este Ayuntamiento, en el ejercicio de potestades administrativas. Todas las cuantías 
irán dirigidas a personas o entidades, públicas o privadas, que reúnan los requisitos 
en cada caso exigidos, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17.2 de la ley 
General de subvenciones. 
 De conformidad con los principios establecidos por la ley 38/2003, la 
presente	Ordenanza	regula:	
 a) la normativa general de los siguientes aspectos referidos a la actividad 
subvencional del Excmo. Ayuntamiento de san Martín del Tesorillo: 
	 1.	Requisitos	generales	de	personas	o	entidades	beneficiarias
 2. Obligaciones de las personas o entidades perceptoras
 3. Criterios generales de la documentación a presentar por las personas o 
entidades solicitantes.
 4. Principios de publicidad para la convocatoria de subvenciones  
específicas.
5. Principios generales del procedimiento de concesión y órganos competentes para la 
ordenación, instrucción y resolución.
 6. Criterios objetivos para la evaluación de solicitudes
 7. Criterios generales para el pago
 8. Obligaciones de carácter contable y registral
	 9.	Criterios	generales	para	la	justificación
	 10.	Procedimiento	de	reintegro	y	control	financiero.
	 b)	El	procedimiento	específico	para	la	tramitación	de	las	subvenciones	que	
no puedan otorgarse mediante convocatoria pública. 
 c) El contenido mínimo y procedimiento de aprobación de los Convenios 
reguladores de las subvenciones nominativamente establecidas en el Presupuesto 
Municipal de cada año.
 El Ayuntamiento, podrá actuar en colaboración con entidades sin ánimo de 
lucro en ámbitos de interés común en los términos previstos en los artículos 12 a 16 
de la ley General de subvenciones, para lo que deberá formular el correspondiente 
convenio de colaboración. 
 Artículo 2.- Concepto de subvención y ámbito de aplicación.
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	 2.1.	Se	entiende	por	subvención	toda	disposición	dineraria	realizada	por	
el Excmo. Ayuntamiento de san Martín del Tesorillo, a favor de personas públicas o 
privadas cuando concurran los siguientes requisitos:
 a) Que la entrega se realice sin contraprestación directa de las personas o 
entidades	beneficiarias.	
 b) Que la entrega esté sujeta al cumplimiento de un determinado objetivo, 
la	 ejecución	 de	 un	 proyecto,	 la	 realización	 de	 una	 actividad,	 la	 adopción	 de	 un	
comportamiento	singular,	ya	realizado	o	por	realizar,	o	la	concurrencia	de	una	situación,	
debiendo	la	persona	o	entidad	beneficiaria	cumplir	las	obligaciones	materiales	y	formales	
que se hubieran establecido. 
	 c)	Que	el	proyecto,	la	acción,	conducta	o	situación	financiada	tenga	por	
objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social, o de promoción 
de	una	finalidad	pública.
	 2.2.	La	presente	Ordenanza	se	aplicará	a	toda	disposición	gratuita	de	fondos	
con	cargo	al	Presupuesto	Municipal,	realizada	a	favor	de	personas	o	entidades,	públicas	
o	privadas,	para	fomentar	o	realizar	una	actividad	de	utilidad	pública	o	de	carácter	
social	o	para	promover	la	consecución	de	un	fin	público.
  Artículo 3. – financiación de la subvención. Plan estratégico. 
 El Presupuesto Municipal establecerá anualmente las consignaciones 
destinadas a ayudas o subvenciones de acuerdo con la normativa reguladora de 
las haciendas locales y las bases de ejecución del Presupuesto, estando limitadas 
por los créditos que se destinan a actuaciones subvencionables y en función de las 
disponibilidades presupuestarias. 
A estos efectos, cada área municipal que proponga el establecimiento de subvenciones, 
con	carácter	previo,	deberá	concretar	en	un	Plan	Estratégico	o	memoria	justificativa	los	
objetivos	y	efectos	que	pretenden	con	ellas,	el	plazo	para	su	consecución,	los	costes	
previsibles	 y	 sus	 fuentes	 de	financiación.	El	 Plan	Estratégico	 podrá	 tener	 carácter	
anual o plurianual. 
	 Artículo	4.	–	Personas	o	entidades	beneficiarias.	
	 a)	Tendrá	la	consideración	de	beneficiario	de	subvenciones	la	persona	que	
haya	de	realizar	la	actividad	que	fundamentó	su	otorgamiento	o	que	se	encuentre	en	
la situación que legitima su concesión.
	 b)	Cuando	el	beneficiario	sea	una	persona	jurídica,	los	miembros	asociados	
del	beneficiario	que	se	comprometan	a	efectuar	la	totalidad	o	parte	de	las	actividades	
que fundamentan la concesión de la subvención en nombre y por cuenta del primero 
tendrán	igualmente	la	consideración	de	beneficiarios.
	 c)	Podrán	acceder	a	la	condición	de	beneficiario	las	agrupaciones	de	personas	
físicas o jurídicas, públicas o privadas, las comunidades de bienes o cualquier otro 
tipo de unidad económica o patrimonio separado que, aun careciendo de personalidad 
jurídica, puedan llevar a cabo los proyectos, actividades o comportamientos o se 
encuentren en la situación que motiva la concesión de la subvención.
 d) Cuando se trate de agrupaciones de personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas sin personalidad, deberán hacerse constar expresamente, tanto en la solicitud 
como en la resolución de concesión, los compromisos de ejecución asumidos por cada 
miembro de la agrupación, así como el importe de subvención a aplicar por cada uno 
de	ellos,	que	tendrán	igualmente	la	consideración	de	beneficiarios.	
	 e)	Podrán	obtener	la	condición	de	beneficiario	las	personas	o	entidades	que	
se encuentren en la situación que fundamenta la concesión de la subvención o en las 
que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras de la convocatoria.
	 f)	No	podrán	obtener	la	condición	de	beneficiarios	en	quienes	concurran	
alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13.2 de la ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de subvenciones.
	 g)	Tampoco	podrán	obtener,	la	condición	de	beneficiario	de	las	subvenciones	
regulados por la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones, previstas en 
los	apartados	5	y	6	del	artículo	4	de	la	Ley	Orgánica	1/2002,	de	22	de	marzo,	reguladora	
del Derecho de Asociación, y tampoco la podrán obtener, las asociaciones respecto 
de las que se hubiera suspendido el procedimiento administrativo de inscripción por 
encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo	30.4	de	la	Ley	Orgánica	1/2002,	en	tanto	no	recaiga	resolución	judicial	firme	
en cuya virtud pueda practicarse la inscripción en el correspondiente registro.
  Artículo 5. Régimen de subvenciones. 
 las subvenciones se otorgarán con arreglo a los principios de publicidad, 
concurrencia competitiva, transparencia, objetividad, igualdad y no discriminación, 
eficacia	y	eficiencia.	
 a) El Procedimiento Ordinario de concesión se tramitará en régimen de 
libre	concurrencia	competitiva.	A	efectos	de	esta	Ordenanza,	tendrá	la	consideración	
de concurrencia competitiva el procedimiento mediante el cual la concesión de la 
subvención	se	realiza	mediante	la	comparación	de	las	solicitudes	presentadas,	a	fin	de	
establecer una prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración 
previamente	fijados	en	las	bases	reguladoras	de	la	convocatoria,	y	adjudicar,	con	el	
límite	 fijado	 en	 la	 convocatoria	 dentro	 del	 crédito	 disponible,	 aquellas	 que	 hayan	
obtenido mayor valoración en aplicación de los citados criterios. Excepcionalmente, 
siempre que así se prevea en las bases reguladoras, el órgano competente procederá al 
prorrateo,	entre	los	las	personas	o	entidades	beneficiarias	de	la	subvención,	del	importe	
global máximo destinado a las subvenciones. 
 b) El Procedimiento Especial de concesión, se tramitará de forma directa 
solamente para las siguientes subvenciones: 
a)	Las	ayudas	otorgadas	a	personas	físicas	o	jurídicas	en	situación	de	necesidad,	dificultad,	
o	riesgo	social.	Dichas	ayudas	se	otorgarán	de	conformidad	con	su	normativa	específica.	
 b) las previstas nominativamente en los Presupuestos Municipales, en los 
términos recogidos en los convenios y en la normativa reguladora de estas subvenciones. 
 c) Aquellas cuyo otorgamiento le venga impuesto al Ayuntamiento por una 
norma de rango legal, que seguirán el procedimiento de concesión que les resulte de 
aplicación de acuerdo con su propia normativa.
 d) Aquellas otras que con carácter excepcional se otorguen y en las que se 

acredite	razones	de	interés	público,	social,	económico	o	humanitario,	u	otras	debidamente	
justificadas	que	dificulten	su	convocatoria.
 No podrán otorgarse subvenciones por cuantía superior a la que se determine 
en la convocatoria.
 El Presupuesto municipal contendrá la consignación anual que se destinará 
a la concesión de estas subvenciones.
 En la Resolución o Acuerdo o Convenio se establecerán las condiciones de 
todo tipo aplicables a estas subvenciones, y deberán de incluir los siguientes extremos:
	 —	Determinación	del	Objeto	de	la	subvención	y	de	sus	beneficiarios,	de	
acuerdo con la asignación presupuestaria.
 — Crédito presupuestario al que se imputa el gasto y cuantía de la subvención, 
individualizada,	en	su	caso	para	cada	beneficiario	si	fuesen	varios.
 — Compatibilidad o incompatibilidad con otras subvenciones, 
ayudas,	 ingresos	 o	 recursos	 para	 la	misma	 finalidad,	 procedentes	 de	 cualesquiera	
Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de 
organismos internacionales.
	 —	Plazos	y	modos	de	pago	de	la	subvención,	posibilidad	de	efectuar	pagos	
anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, en su caso, deberán 
aportar	los	beneficiarios.
	 —	Plazo	y	forma	de	justificación	por	parte	del	beneficiario	del	cumplimiento	
de	la	finalidad	para	la	que	se	concedió	la	subvención	y	de	la	aplicación	de	los	fondos	
percibidos.
 — Criterios de graduación de los posibles incumplimientos de condiciones 
impuestas con motivo de la concesión de las subvenciones. Estos criterios resultarán de 
aplicación	para	determinar	la	cantidad	que	finalmente	haya	de	percibir	el	beneficiario	o,	
en su caso, el importe a reintegrar, y deberán responder al principio de proporcionalidad.
	 —	Determinación,	en	su	caso,	de	los	libros	y	registros	contables	específicos	
para	garantizar	la	adecuada	justificación	de	la	subvención.
 Artículo 6.- Concesión en Régimen de Concurrencia Competitiva.
	 A)	Iniciación	de	oficio:
	 El	procedimiento	se	iniciará	de	oficio,	mediante	convocatoria	que,	tendrá	
como mínimo, el contenido siguiente:
	 —	La	referencia	a	la	publicación	de	la	Ordenanza	específica	de	la	misma.
 — Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención y cuantía 
total máxima de las subvenciones convocadas dentro de los créditos disponibles o, en 
su defecto, cuantía estimada de las subvenciones.
	 —	Objeto,	condiciones	y	finalidad	de	la	concesión	de	la	subvención.
 — Expresión de que la concesión se efectúa mediante un régimen de 
concurrencia competitiva.
 — El órgano competente para la instrucción será el Concejal del área al 
que afecte. El órgano competente para la resolución del procedimiento será el Alcalde.
	 —	Plazo	de	presentación	de	solicitudes,	a	las	que	serán	de	aplicación	las	
previsiones del artículo 23.3 de la ley General de subvenciones.
	 —	Plazo	de	resolución	y	notificación.
 — Documentos e informaciones que deben acompañar a la petición.
	 —	Indicación	de	si	la	resolución	pone	fin	a	la	vía	administrativa	y,	en	caso	
contrario, órgano ante el que ha de interponerse recurso.
 — Criterio de valoración de las solicitudes. No obstante, cuando se tome en 
consideración más de un criterio, deberá precisarse la ponderación relativa atribuida a 
cada uno de ellos. En el caso de que el procedimiento de valoración se articule en varias 
fases, se indicará igualmente en cuáles de ellas se irán aplicando los distintos criterios, 
así como el umbral mínimo de puntuación exigido al solicitante para continuar en el 
proceso	de	valoración.	Cuando	por	razones	debidamente	justificadas,	no	sea	posible	
precisar la ponderación atribuible a cada uno de los criterios elegidos, se considerará que 
todos	ellos	tienen	el	mismo	peso	relativo	para	realizar	la	valoración	de	las	solicitudes.
	 Medio	de	notificación	o	publicación,	de	conformidad	con	lo	previsto	en	
los artículos 42, 43, 44 y 45 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
 B) Presentación de solicitudes:
 la solicitud, dirigida al sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento, se 
presentará en el Registro de entrada del Ayuntamiento o por cualquiera de los medios 
señalados en el artículo 16 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
	 La	 solicitud	 irá	 acompañada	 de	 la	 documentación	 que	 se	 fije	 en	 la	
convocatoria.
 En el supuesto de que los documentos exigidos ya estuvieran en poder del 
Ayuntamiento, el solicitante, siempre que no hayan transcurrido más de cinco años 
desde	la	finalización	del	procedimiento	al	que	correspondan,	podrá	hacer	uso	de	su	
derecho a no presentarlo, haciendo constar la fecha y el órgano o dependencia en que 
fueron presentados o emitidos.
 Podrán presentarse las solicitudes de manera telemática en los términos 
previstos en la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.
 si no se reúnen todos los requisitos establecidos en la convocatoria, el 
órgano	competente	requerirá	al	interesado	para	que	la	subsane	en	el	plazo	máximo	e	
improrrogable	de	diez	días,	indicándole	que	si	no	lo	hiciese,	se	le	tendrá	por	desistido	
de su solicitud, previa resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en 
el artículo 68 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.
 C) Instrucción del procedimiento:
 El órgano instructor se designará en la convocatoria .
 las actividades de instrucción comprenderán las siguientes actividades:
 — Petición de cuantos informes se considere necesario para resolver o que 
sean exigidos por las normas que regulan la subvención.
 — Evaluación de las solicitudes o peticiones, efectuada conforme con los 
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criterios, formas y prioridades de valoración establecidos en la norma reguladora de 
la subvención o en su caso en la convocatoria.
	 Esta	 podrá	 prever	 una	 fase	 de	 pre-evaluación,	 en	 la	 que	 se	 verifica	 el	
cumplimiento	de	las	condiciones	impuestas	para	adquirir	la	condición	de	beneficiario	
de la subvención.
	 Una	 vez	 evaluadas	 las	 solicitudes,	 se	 remitirá	 el	 expediente	 al	 órgano	
colegiado que, en cumplimiento del artículo 22.1 de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
haya establecido las bases reguladoras, que emitirá informe sobre las solicitudes.
 En este supuesto, y sin perjuicio de las especialidades que pudieran derivarse 
de	la	capacidad	de	autoorganización	de	las	Administraciones	Públicas,	la	propuesta	
de concesión se formulará al órgano concedente por un órgano colegiado a través del 
órgano	instructor.	La	composición	del	órgano	será	la	que	establezcan	las	correspondientes	
bases	reguladoras.	Se	podrá	prescindir	del	trámite	de	audiencia	cuando	no	figuren	en	
procedimiento ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas 
que las aducidas por los interesados. En este caso, la propuesta de resolución formulada 
tendrá	el	carácter	de	definitiva.
 A la vista del expediente y del informe del órgano colegiado, el órgano 
instructor formulará la propuesta de resolución provisional, debidamente motivada, que 
deberá	notificarse	a	los	interesados	en	la	forma	que	se	establezca	en	la	convocatoria,	
con	un	plazo	de	diez	días	para	presentar	alegaciones.
	 La	propuesta	de	resolución	provisional	y	definitiva	no	crean	derecho	alguno	
a	favor	del	beneficiario	propuesto,	frente	a	la	Administración,	mientras	no	se	le	haya	
notificado	la	resolución	de	concesión.
	 La	propuesta	de	resolución	definitiva	deberá	contener:
 — la relación de solicitantes para los que se propone la concesión de la 
subvención.
 — la cuantía de la subvención.
	 —	Especificación	de	la	evaluación	y	de	los	criterios	seguidos	para	efectuarla.
 D) Resolución:
 No se podrá adoptar resolución alguna hasta que no se acredite la existencia 
de	consignación	presupuestaria	suficiente	en	el	expediente.	
	 Aprobada	la	propuesta	de	resolución	definitiva,	y	de	acuerdo	con	lo	previsto	
en el artículo 88 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y, en su caso, en la correspondiente norma o 
convocatoria, el órgano competente resolverá el procedimiento motivadamente y, en 
todo caso deberán quedar acreditados los fundamentos de la resolución que se adopte 
y	los	compromisos	asumidos	por	los	beneficiarios.
	 El	plazo	máximo	para	resolver	y	notificar	la	resolución	del	procedimiento	
no	podrá	exceder	de	seis	meses.	El	vencimiento	de	este	plazo	máximo	sin	haberse	
notificado	 la	 resolución	 legitima	 a	 los	 interesados	 para	 entender	 desestimada	 por	
silencio administrativo la solicitud de concesión de la subvención.
	 La	resolución	del	procedimiento	se	notificará	a	los	interesados	de	acuerdo	
con lo previsto en el artículo 40 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. la práctica de dicha 
notificación	o	publicación	se	ajustará	a	las	disposiciones	contenidas	en	los	artículos	
42, 43, 44 y 45 de la citada ley.
	 El	 vencimiento	 del	 plazo	máximo	 sin	 haberse	 notificado	 la	 resolución	
legitima a los interesados para entender desestimada la solicitud de la concesión por 
silencio administrativo.
 Tal y como establece el artículo 63.3 del Reglamento de la ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de subvenciones aprobado por Real Decreto 887/2006, 
de 21 de julio, las bases podrán incluir una relación ordenada de todas las solicitudes 
que, cumpliendo con las condiciones administrativas y técnicas establecidas en las 
bases	reguladoras	para	adquirir	la	condición	de	beneficiario,	no	hayan	sido	estimadas	
por	rebasarse	la	cuantía	máxima	del	crédito	fijado	en	la	convocatoria,	con	indicación	
de la puntuación otorgada a cada una de ellas en función de los criterios de valoración 
previstos.
	 Si	por	alguno	de	los	beneficiarios	se	renunciase	a	la	subvención,	el	órgano	
concedente acordará, sin necesidad de una nueva convocatoria, la concesión de la 
subvención al solicitante o solicitantes siguientes a aquél en orden de su puntuación, 
siempre	y	cuando	con	la	renuncia	por	parte	de	alguno	de	los	beneficiarios,	se	haya	
liberado	crédito	suficiente	para	atender	al	menos	una	de	las	solicitudes.	Esta	opción	se	
comunicará	a	los	interesados	para	que	accedan	a	la	propuesta	de	subvención	en	el	plazo	
improrrogable	de	diez	días.	Una	vez	aceptada	la	propuesta,	el	órgano	administrativo	
dictará	el	acto	de	concesión	y	procederá	a	su	notificación	en	los	términos	establecidos	
en la ley General de subvenciones y en el Reglamento de desarrollo.
	 Artículo	6.-	Obligaciones	de	los	beneficiarios/as.
	 Las	obligaciones	de	los	beneficiarios	son	las	siguientes:
	 a)	Cumplir	el	objetivo,	ejecutar	el	proyecto,	realizar	la	actividad	o	adoptar	
el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.
	 b)	Justificar	ante	el	órgano	concedente	o	la	Entidad	colaboradora,	en	su	
caso,	el	cumplimiento	de	los	requisitos	y	condiciones,	así	como	la	realización	de	la	
actividad	y	el	cumplimiento	de	la	finalidad	que	determinen	la	concesión	o	disfrute	de	
la subvención.
 c) someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano 
concedente o la Entidad colaboradora, en su caso, así como cualesquiera otras 
de	 comprobación	 y	 control	 financiero	 que	 puedan	 realizar	 los	 órganos	 de	 control	
competentes, tanto nacionales como comunitarios, aportando cuanta información le 
sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.
 d) Comunicar al órgano concedente o a la Entidad colaboradora la obtención 
de	 otras	 subvenciones,	 ayudas,	 ingresos	 o	 recursos	 que	 financien	 las	 actividades	
subvencionadas.
	 Esta	comunicación	deberá	efectuarse	tan	pronto	como	se	conozca	y,	en	todo	
caso,	con	anterioridad	a	la	justificación	de	la	aplicación	dada	a	los	fondos	percibidos.
 e) Acreditar, con anterioridad a dictarse la propuesta de resolución, que 

se halla al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la 
seguridad social, en todo caso, se podrá acreditar al Ayuntamiento a obtener dichos 
datos.
 f) Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás 
documentos debidamente auditados, en los términos exigidos por la legislación mercantil 
y	sectorial,	aplicable	al	beneficiario	en	cada	caso,	así	como	cuantos	estados	contables	
y	registros	específicos	sean	exigidos	por	las	bases	reguladoras	de	las	subvenciones,	
con	la	finalidad	de	garantizar	el	adecuado	ejercicio	de	las	facultades	de	comprobación	
y control.
	 g)	Conservar	los	documentos	justificativos	de	la	aplicación	de	los	fondos	
recibidos, incluidos los documentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de las 
actuaciones de comprobación y control.
	 h)	Dar	la	adecuada	publicidad	de	carácter	público	de	la	financiación	de	
programas, actividades, inversiones o actuaciones de cualquier tipo que sean objeto 
de subvención, en los términos reglamentariamente establecidos.
i) si se estuviera en curso de alguna de las causas de reintegro, se deberá proceder al 
reintegro de la cuantía recibida.
	 Artículo	7.-	Justificación	de	la	subvención	concedida	y	cobro.
 Para percibir la subvención será necesario presentar al Ayuntamiento, la 
siguiente	documentación	[en	su	caso,	se	podrán	utilizar	los	impresos	normalizados	que	
dispone	el	órgano	competente]:
	 —	Instancia	suscrita	por	el	beneficiario	dirigida	al	Alcalde,	solicitando	el	
pago de la subvención, indicando el número de cuenta al cual se haya de efectuar la 
transferencia.
	 —	Memoria	 de	 la	 actividad	 realizada	 donde	 al	 menos	 deberá	 constar	
identificación	 del	 responsable,	 número	 de	 participantes,	 actividades	 realizadas,	
actividades fuera de la localidad donde participa, resultado de la valoración global y 
propuesta de trabajo para el futuro.
	 —	Facturas	originales	o	fotocopias	compulsadas	de	las	facturas	justificativas	
del gasto o copias compulsadas.
	 —	Justificantes	del	pago	de	las	facturas	aportadas.
	 —	Declaración	acreditativa	de	que	se	ha	cumplido	la	finalidad	para	la	que	
se concedió la subvención.
	 —	Certificados	acreditativos	de	que	el	beneficiario	se	encuentra	al	corriente	
en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de seguridad social.
	 La	documentación	justificativa	deberá	presentarse	en	el	plazo	de	un	mes	
desde	la	finalización	de	la	actividad	subvencionada,	salvo	que	en	la	convocatoria	se	
establezca	otro	específico.
 El órgano concedente de la subvención podrá otorgar, salvo precepto en 
contra	contenido	en	las	bases	reguladoras,	una	ampliación	del	plazo	establecido	para	
la	presentación	de	la	justificación,	que	no	exceda	de	la	mitad	de	mismo	y	siempre	que	
con ello no se perjudiquen derechos de tercero.
 Artículo 8.- Reintegro de la subvención.
 Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del 
interés de demora desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que 
se	acuerde	la	procedencia	del	reintegro,	y	en	la	cuantía	fijada	en	el	artículo	38.2	de	la	
ley General de subvenciones, en los siguientes casos:
 a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para 
ello u ocultando aquellas que lo hubieran impedido.
 b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto 
o la no adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención.
	 c)	 Incumplimiento	 de	 la	 obligación	 de	 justificación	 o	 la	 justificación	
insuficiente,	en	los	términos	establecidos	en	el	artículo	30	de	la	Ley	38/2003,	y	en	su	
caso, en las Normas reguladoras de la subvención.
 d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión 
contenidas en el apartado 4 del artículo 18 de la citada ley 38/2003.
 e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de 
comprobación	y	control	financiero	previstas	en	los	artículos	14	y	15	de	la	Ley	38/2003,	
así como el incumplimiento de las obligaciones contables, registrales o de conservación 
de	documentos	cuando	de	ello	se	derive	la	imposibilidad	de	verificar	el	empleo	dado	
a los fondos percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las 
actividades subvencionadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o 
recursos	para	la	misma	finalidad,	procedentes	de	cualesquiera	Administraciones	o	Entes	
Públicos o Privados, Nacionales, de la Unión Europea o de Organismos Internacionales.
 f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a 
las	Entidades	colaboradoras	y	beneficiarios,	así	como	de	los	compromisos	por	estos	
asumidos, con motivo de la concesión de la subvención, siempre que afecten o se 
refieran	al	modo	en	que	se	han	de	conseguir	los	objetivos,	realizar	la	actividad,	ejecutar	
el proyecto o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.
 g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a 
las	Entidades	colaboradoras	y	beneficiarios,	así	como	de	los	compromisos	por	estos	
asumidos, con motivo de la concesión de la subvención, distintos de los anteriores, 
cuando	de	ello	se	derive	 la	 imposibilidad	de	verificar	el	empleo	dado	a	 los	fondos	
percibidos, el cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades 
subvencionadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para 
la	misma	finalidad,	procedentes	de	cualesquiera	Administraciones	o	Entes	Públicos	o	
Privados, Nacionales, de la Unión Europea o de Organismos Internacionales.
 h) la adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 a 89 del 
Tratado de la Unión Europea, de una decisión de la cual se derive una necesidad de 
reintegro.
 i) En los demás supuestos previstos en la Normativa reguladora de la 
subvención.
 Artículo 9. – Responsables de las infracciones y exenciones en la 
responsabilidad.
 serán responsables de las infracciones administrativas en materia de 
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subvenciones	quienes	por	acción	u	omisión	incurran	en	los	supuestos	tipificados	como	
infracciones en la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones y en 
particular:
	 —	 Los	 beneficiarios	 de	 subvenciones,	 así	 como	 los	 miembros	 de	 las	
personas o entidades contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 
del artículo 11 de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones, en 
relación	con	las	actividades	subvencionadas	que	se	hubieran	comprometido	a	realizar.
 — las entidades colaboradoras.
	 —	El	representante	legal	de	los	beneficiarios	de	subvenciones	que	carezcan	
de capacidad de obrar.
 — las personas o entidades relacionadas con el objeto de la subvención 
o	su	justificación,	obligadas	a	prestar	colaboración	y	facilitar	cuanta	documentación	
sea requerida en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 46 de la ley 38/2003, de 
17 de noviembre, General de subvenciones.
Las	acciones	u	omisiones	tipificadas	en	la	citada	Ley	no	darán	lugar	a	responsabilidad	
por infracción administrativa en materia de subvenciones en los siguientes supuestos:
	 —	Cuando	se	realicen	por	quienes	carezcan	de	capacidad	de	obrar.
	 —	Cuando	concurra	fuerza	mayor.
 — Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado 
su voto o no hubieran asistido a la reunión en que se tomó aquélla.
 Artículo 10.-Infracciones leves.
 Constituyen infracciones leves los incumplimientos de las obligaciones 
recogidas en las bases reguladoras de subvenciones y en la ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de subvenciones, cuando no constituyan infracciones graves o 
muy graves y no operen como elemento de graduación de la sanción. En particular, 
constituyen infracciones leves las siguientes conductas:
	 a)	La	presentación	fuera	de	plazo	de	las	cuentas	justificativas	de	la	aplicación	
dada a los fondos percibidos.
	 b)	La	presentación	de	cuentas	justificativas	inexactas	o	incompletas.
 c) El incumplimiento de las obligaciones formales que, no estando previstas de 
forma expresa en el resto de párrafos de este artículo, sean asumidas como consecuencia 
de la concesión de la subvención, en los términos establecidos reglamentariamente.
 d) El incumplimiento de obligaciones de índole contable o registral, en 
particular:
 — la inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad 
y registros legalmente exigidos.
 — El incumplimiento de la obligación de llevar o conservar la contabilidad, 
los registros legalmente establecidos, los programas y archivos informáticos que les 
sirvan	de	soporte	y	los	sistemas	de	codificación	utilizados.
	 —	La	 llevanza	 de	 contabilidades	 diversas	 que,	 referidas	 a	 una	misma	
actividad y ejercicio económico, no permitan conocer la verdadera situación de la 
Entidad.
	 —	La	utilización	de	cuentas	con	significado	distinto	del	que	les	corresponde,	
según	su	naturaleza,	que	dificulte	la	comprobación	de	la	realidad	de	las	actividades	
subvencionadas.
	 e)	El	incumplimiento	de	las	obligaciones	de	conservación	de	justificantes	
o documentos equivalentes.
 f) El incumplimiento por parte de las Entidades colaboradoras de las 
obligaciones establecidas en la ley 38/2003.
 g) la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de control 
financiero.
 se entiende que existen estas circunstancias cuando el responsable de las 
infracciones	administrativas	en	materia	de	subvenciones,	debidamente	notificado	al	
efecto,	haya	realizado	actuaciones	tendentes	a	dilatar,	entorpecer	o	impedir	las	actuaciones	
de	los	funcionarios	municipales	en	el	ejercicio	de	las	funciones	de	control	financiero.
 Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa las 
siguientes conductas:
 — No aportar o no facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, 
libros,	registros,	ficheros,	justificantes,	asientos	de	contabilidad,	programas	y	archivos	
informáticos, sistemas operativos y de control y cualquier otro dato objeto de 
comprobación.
 — No atender algún requerimiento.
	 —	 La	 incomparecencia,	 salvo	 causa	 justificada,	 en	 el	 lugar	 y	 tiempo	
señalado.
 — Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en locales 
de negocio y demás establecimientos o lugares en que existan indicios probatorios 
para	la	correcta	justificación	de	los	fondos	recibidos	por	el	beneficiario	o	la	Entidad	
colaboradora, o de la realidad y regularidad de la actividad subvencionada.
	 —	Las	coacciones	al	personal	controlador	que	realice	el	control	financiero.
 h) El incumplimiento de la obligación de colaboración por parte de las 
personas o Entidades que tienen esa obligación, cuando de ello se derive la imposibilidad 
de	contrastar	la	información	facilitada	por	el	beneficiario	o	la	Entidad	colaboradora.
	 i)	Las	demás	conductas	tipificadas	como	infracciones	leves	en	la	Normativa	
de la Unión Europea en materia de subvenciones.
 Artículo 11.-  Infracciones graves.
 Constituyen infracciones graves las siguientes conductas.
 a) El incumplimiento de la obligación de comunicar al órgano concedente 
o a la entidad colaboradora la obtención de subvenciones, ayudas públicas, ingresos 
o	recursos	para	la	misma	finalidad,	a	que	se	refiere	el	párrafo	d)	del	apartado	1	del	
artículo 14 de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones.
 b) El incumplimiento de las condiciones establecidas alterando 
sustancialmente	los	fines	para	los	que	la	subvención	fue	concedida.
	 c)	La	falta	de	justificación	del	empleo	dado	a	los	fondos	recibidos	una	vez	
transcurrido	el	plazo	establecido	para	su	presentación.
 d) la obtención de la condición de entidad colaboradora falseando los 

requisitos requeridos en las bases reguladoras de la subvención u ocultando los que la 
hubiesen impedido.
 e) El incumplimiento por parte de la entidad colaboradora de la obligación 
de	verificar,	en	su	caso,	el	cumplimiento	y	efectividad	de	las	condiciones	o	requisitos	
determinantes para el otorgamiento de las subvenciones, cuando de ello se derive la 
obligación de reintegro.
 f) la falta de suministro de información por parte de las administraciones, 
organismos y demás entidades obligados a suministrar información a la Base de Datos 
Nacional de subvenciones.
	 g)	Las	demás	conductas	tipificadas	como	infracciones	graves	en	la	normativa	
de la Unión Europea en materia de subvenciones.
 Artículo 12.- Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas:
 a) la obtención de una subvención falseando las condiciones requeridas 
para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.
 b) la no aplicación, en todo o en parte, de las cantidades recibidas a los 
fines	para	los	que	la	subvención	fue	concedida.
 c) la resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de control, 
previstas en la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones.
 d) la falta de entrega, por parte de las Entidades colaboradoras, cuando así 
se	establezca,	a	los	beneficiarios	de	los	fondos	recibidos,	de	acuerdo	con	los	criterios	
previstos en las bases reguladoras de la subvención.
	 e)	Las	demás	conductas	tipificadas	como	infracciones	muy	graves	en	la	
Normativa de la Unión Europea en materia de subvenciones.
 Artículo 13.- sanciones.
sanciones por infracciones leves:
 a) Cada infracción leve será sancionada con multa de 75 a 900 €, salvo lo 
dispuesto en el apartado siguiente.
 b) serán sancionadas, en cada caso, con multa de 150 a 6000 €, las siguientes 
infracciones:
 — la inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad 
y registros legalmente exigidos.
	 —	El	incumplimiento	de	la	obligación	de	la	llevanza	de	contabilidad	o	de	
los registros legalmente establecidos.
	 —	La	 llevanza	 de	 contabilidades	 diversas	 que,	 referidas	 a	 una	misma	
actividad, no permita conocer la verdadera situación de la Entidad.
	 —	La	utilización	de	cuentas	con	significado	distinto	del	que	les	corresponde,	
según	su	naturaleza,	que	dificulte	la	comprobación	de	la	realidad	de	las	actividades	
subvencionadas.
 — la falta de aportación de pruebas y documentos requeridos por los 
órganos de control o la negativa a su exhibición.
 — El incumplimiento, por parte de las Entidades colaboradoras, de 
obligaciones establecidas en el artículo 15 de esta ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de subvenciones.
 — El incumplimiento por parte de las personas o Entidades sujetas a la 
obligación	de	colaboración	y	de	facilitar	la	documentación	a	que	se	refiere	el	artículo	
46 de esta ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones, cuando de ello 
se	derive	la	imposibilidad	de	contrastar	la	información	facilitada	por	el	beneficiario	o	
la Entidad colaboradora.
 sanciones por infracciones graves:
 las infracciones graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional 
del	 tanto	al	doble	de	 la	cantidad	 indebidamente	obtenida,	aplicada	o	no	 justificada	
o, en el caso de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o 
justificados.
 Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción 
grave represente más del 50 por ciento de la subvención concedida o de las cantidades 
recibidas por las entidades colaboradoras, y excediera de 30.000 euros, concurriendo 
alguna de las circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 
60 de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones, los infractores 
podrán ser sancionados, además, con:
	 a)	Pérdida,	durante	un	plazo	de	hasta	tres	años,	de	la	posibilidad	de	obtener	
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.
	 b)	Prohibición,	durante	un	plazo	de	hasta	tres	años,	para	celebrar	contratos	
con la Administración u otros entes públicos.
	 c)	Pérdida,	durante	un	plazo	de	hasta	tres	años,	de	la	posibilidad	de	actuar	
como entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en la ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones.
 Cuando las administraciones, organismos o entidades contemplados en 
el apartado 20.3 de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones 
no cumplan con la obligación de suministro de información, se impondrá una multa, 
previo apercibimiento, de 3000 euros, que podrá reiterarse mensualmente hasta que 
se cumpla con la obligación.
 sanciones por infracciones muy graves:
 las infracciones muy graves serán sancionadas con multa pecuniaria 
proporcional del doble al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o 
no	justificada	o,	en	el	caso	de	entidades	colaboradoras,	de	los	fondos	indebidamente	
aplicados	o	justificados.
 No obstante, no se sancionarán las infracciones recogidas en los párrafos b) 
y d) del artículo 58  de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones 
cuando los infractores hubieran reintegrado las cantidades y los correspondientes 
intereses de demora sin previo requerimiento.
 Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción 
muy grave exceda de 30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstancias previstas en 
los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 60 de la ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de subvenciones, los infractores podrán ser sancionados, además, con:
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	 a)	Pérdida,	durante	un	plazo	de	hasta	cinco	años,	de	la	posibilidad	de	obtener	
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.
	 b)	Prohibición,	durante	un	plazo	de	hasta	cinco	años,	para	celebrar	contratos	
con la Administración u otros entes públicos.
	 c)	 Pérdida,	 durante	 un	 plazo	 de	 hasta	 cinco	 años,	 de	 la	 posibilidad	 de	
actuar como entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en la 
ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de subvenciones.
 El órgano competente para imponer estas sanciones podrá acordar su 
publicidad en la Base de Datos Nacional de subvenciones.
 Artículo 14.- Entrada en vigor.
	 La	presente	Ordenanza	será	objeto	de	publicación	íntegra	en	el	Boletín	
Oficial	de	la	Provincia	de	Cádiz,	entrando	en	vigor	una	vez	haya	transcurrido	el	plazo	
establecido en el artículo 65.2 de la ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen 
local.”
	 En	San	Martín	del	Tesorillo,	a	22/01/2020,	el	alcalde	D.	Jesús	Fernández	
Rey. firmado.

nº 4.877
___________________

ayuntaMiento de san Martin del tesorillo
ANUNCIO EN El BOlETÍN OfICIAl DE lA PROvINCIA 

DE APROBACIóN DEfINITIvA
	 Al	no	haberse	presentado	reclamaciones	durante	el	plazo	de	exposición	
al	público,	queda	automáticamente	elevado	a	definitivo	el	Acuerdo	plenario	 inicial	
aprobatorio	de	 la	Ordenanza	Fiscal	 reguladora	del	 IMPUESTO	SOBRE	GASTOS	
sUNTUARIOs QUE GRAvA El APROvECHAMIENTO DE lOs COTOs 
PRIvADOs DE CAZA Y PEsCA, cuyo texto íntegro se hace público, para su general 
conocimiento y en cumplimiento de lo previsto en el artículo 17.4 del Texto Refundido 
de la ley Reguladora de las Haciendas locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 
2/2004,	de	5	de	marzo.
 «Artículo 1.- Preceptos generales.
 Conforme a lo dispuesto en los artículos 99 y siguientes de las normas 
aprobadas por el Real Decreto 3250/1976, de 30 de diciembre, se establece el Impuesto 
sobre gastos suntuarios en cuanto afecta al aprovechamiento de los cotos privados de 
caza	y	pesca.
 Artículo 2.- Hecho imponible.
	 El	impuesto	gravará	el	aprovechamiento	de	los	cotos	privados	de	caza	y	
pesca, cualquiera que sea la forma de explotación o disfrute de dicho aprovechamiento.
 Artículo 3.- sujetos pasivos.
 1.- Están obligados al pago del impuesto, en concepto de contribuyentes, 
los titulares de los cotos o las personas a las que corresponda, por cualquier título, el 
aprovechamiento	de	caza	o	pesca	en	el	momento	de	devengarse	el	impuesto.
 2.- Tendrá la condición de sustituto del contribuyente, el propietario de 
los bienes acotados, quien tendrá derecho a exigir del titular del aprovechamiento el 
importe del impuesto, para hacerlo efectivo al Municipio en cuyo término radique la 
totalidad	o	mayor	parte	del	coto	de	caza	o	pesca.
 Artículo 4.- Bases del Impuesto.
 1.- la base de este impuesto será el valor del aprovechamiento cinegético.
 2.- De conformidad con la Orden de 28 de diciembre de 1984 (B.O.E. de 
1	de	enero	de	1.985),	del	Ministerio	de	Economía	y	Hacienda,	sobre	actualización	de	
rentas	del	Impuesto	sobre	Gastos	Suntuarios	en	su	modalidad	de	cotos	de	caza	y	pesca,	
los valores asignables a la renta cinegética por hectárea de cada uno de los grupos serán 
los siguientes:

Grupo Caza	mayor Caza	menor

I 0,222374 euros 0,198334 euros

II 0,462779 euros 0,396668 euros

III 0,793336 euros 0,793336 euros

Iv 1.322227 euros 1,322227 euros
 
	 3.-	En	aquellos	cotos	privados	clasificados	en	los	distintos	grupos	de	caza	
mayor	o	de	caza	menor,	según	sea	su	aprovechamiento	principal,	pero	que,	a	su	vez,	
también	se	aprovechen	especies	de	caza	menor	o	mayor,	 respectivamente,	el	valor	
asignable	 a	 su	 renta	 cinegética	 será	 el	 correspondiente	 a	 su	grupo	de	clasificación	
incrementado en 0,132223 euros por hectárea.
	 4.-	Para	los	cotos	privados	de	caza	menor	de	menos	de	250	hectáreas	de	
superficie	el	valor	asignable	a	la	renta	cinegética	por	el	total	de	su	extensión,	cualquiera	
que sea esta, no podrá ser inferior a 132,22 euros.
 Artículo 5.- Cuota tributaria.
 la cuota tributaria resultará de aplicar a la base, el tipo de gravamen 
del 20%.
 Artículo 6.- Devengo del impuesto.
 El impuesto será anual e irreducible y se devengará el 31 de diciembre de 
cada año.
 Artículo 7. Obligaciones del sujeto pasivo.
 los propietarios de bienes acotados sujetos a este impuesto, deberán presentar 
a la Administración Municipal, dentro del primer mes de cada año, declaración de la 
persona	a	la	que	corresponda,	por	cualquier	título,	el	aprovechamiento	de	caza	o	pesca.	
En dicha declaración, que se ajustará al modelo determinado por el Ayuntamiento, se 
hará constar los datos del aprovechamiento y su titular.

 Artículo 8.- Pago del Impuesto.
 Recibida la declaración anterior, el Ayuntamiento practicará la oportuna 
comprobación	 y	 subsiguientes	 liquidación,	 que	 será	 notificada	 al	 sustituto	 del	
contribuyente, quien, sin perjuicio de poder interponer los recursos que correspondan, 
deberá	efectuar	su	pago	en	el	plazo	reglamentario.
 Artículo 9.- Infracciones y sanciones.
	 En	todo	lo	relativo	a	la	calificación	de	infracciones	tributarias,	así	como	
de las sanciones que a las mismas correspondan en cada caso, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 178 y siguientes de la ley General Tributaria. 
 DIsPOsICIóN fINAl
	 	La	presente	Ordenanza	entrará	en	vigor	al	día	siguiente	de	su	publicación	
en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia,	de	conformidad	con	lo	establecido	en	el	artículo	
17	del	Real	Decreto	Legislativo2/2004	de	5	de	marzo	,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	
refundido de la ley reguladora de las Haciendas locales, permaneciendo en vigor 
hasta	su	modificación	o	derogación	expresa."
	 En	San	Martín	del	Tesorillo,	a	22/01/2020,	el	alcalde,	firmado:	D.	Jesús	
Fernández	Rey.

nº 4.878
___________________

ayuntaMiento de san Martin del tesorillo
ANUNCIO EN El BOlETÍN OfICIAl DE lA PROvINCIA 

DE APROBACIóN DEfINITIvA
	 Al	no	haberse	presentado	reclamaciones	durante	el	plazo	de	exposición	
al	público,	queda	automáticamente	elevado	a	definitivo	el	Acuerdo	plenario	 inicial	
aprobatorio	de	 la	Ordenanza	Fiscal	 reguladora	de	 la	TASA	DE	LA	PRESTACIÓN	
COMPENsATORIA POR El UsO Y APROvECHAMIENTO DE CARáCTER 
EXCEPCIONAl DEl sUElO NO URBANIZABlE DE sAN MARTIN DEl 
TEsORIllO, cuyo texto íntegro se hace público, para su general conocimiento y en 
cumplimiento de lo previsto en el artículo 17.4 del Texto Refundido de la ley Reguladora 
de las Haciendas locales, aprobado por el Real Decreto legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo.
 «EXPOsICIóN DE MOTIvOs
 la ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía,	 reconoce	 el	 derecho	 del	 propietario	 del	 suelo	 no	 urbanizable	 al	 “uso,	
disfrute y la explotación normal del bien, a tenor de su situación, características, 
objetivos	y	destino”,	definiendo,	en	el	artículo	50.B.a),	el	referido	uso	o	explotación	
normal	del	suelo	no	urbanizable,	como	la	ejecución	de	aquellos	“actos	precisos	para	la	
utilización	y	explotación	agrícola,	ganadera,	forestal,	cinegética	o	análoga	a	la	que	están	
efectivamente	destinados,	conforme	a	su	naturaleza	y	mediante	el	empleo	de	medios	
técnicos e instalaciones adecuados y ordinarios”, imponiendo como límite, que no 
supongan, en ningún caso, la transformación de dicho destino ni de las características 
de la explotación.
	 Junto	 a	 este	 uso	 normal	 del	 suelo	 no	urbanizable,	 la	Ley	 andaluza,	 en	
consonancia ahora con el artículo 13 del Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de 
junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la ley de suelo, prevé también 
su uso excepcional, dirigido a la implantación y explotación de todas aquellas 
actividades	económicas,	de	servicios,	industriales,	etc.,	cuya	finalidad	directa	no	sea	el	
aprovechamiento	primario	del	suelo	no	urbanizable,	previsión	legal	de	gran	relevancia	
para el municipio, no sólo teniendo en cuenta la extensión de dicho suelo en el conjunto 
del	término	municipal,	sino	también	la	necesidad	de	diversificar	y	buscar	alternativas	
económicas a la explotación agrícola del mismo, siendo éste uno de los objetivos de 
las políticas públicas de la Unión Europea.
	 Resulta	 indudable	 que	 la	 utilización	 de	 este	 tipo	 de	 suelo	 para	 usos	
excepcionales supone un aprovechamiento extraordinario, por lo que la ley 7/2002, 
citada,	introduce	un	mecanismo	para	que	se	produzca	la	necesaria	compensación,	e	
impedir	que	su	autorización	comporte	ventajas	comparativas	injustas	o	situaciones	de	
privilegios frente al régimen general de deberes y cargas legales, estableciéndose a tal 
fin	una	prestación	compensatoria	del	aprovechamiento	urbanístico	que,	por	esta	vía,	
obtiene	el	propietario	del	suelo	no	urbanizable,	con	objeto	de	recuperar	parte	del	valor	
derivado directamente de la atribución del  referido uso o aprovechamiento excepcional.
 El artículo 52.5 de la ley 7/2002, establece el máximo al que puede 
ascender	el	 importe	de	la	prestación	compensatoria,	cuantía	que	fija	en	el	10%	del	
importe total de la inversión, remitiendo a cada municipio su graduación concreta 
mediante	la	aprobación	de	esta	Ordenanza.	Con	ello	pretende	respetar	el	ámbito	de	
decisión y responsabilidad local en materia de urbanismo, que en el presente caso, se 
plasma	en	la	elección	de	los	parámetros	que	justifiquen	la	minoración	de	la	prestación	
compensatoria, decisión que irá en función de la causa de interés público que prime 
en cada municipio.
 Al tener este Excmo. Ayuntamiento de san Martín del Tesorillo como 
objetivo	primordial	la	adopción	de	aquellas	medidas	que	favorezcan	la	creación	de	
empleo,	riqueza	y	el	respeto	al	medio	ambiente,	las	deducciones	y	reducciones	sobre	
la	prestación	compensatoria	por	el	uso	excepcional	del	suelo	no	urbanizable,	regulada	
en	la	presente	Ordenanza,	se	articulan	en	función	al	interés	específico	público	o	social,	
el fomento del empleo que la actividad genere, el fomento de energías renovables, el 
traslado	de	actividades	que	deben	emplazarse	en	el	medio	rural,	o	por	la	generación	
de	 riqueza	 derivada	 de	 la	 implantación	 de	 una	 actividad	 de	 relevancia	 económica	
supramunicipal, entre otras circunstancias, con respeto en todo caso a la normativa de 
ordenación	del	territorio,	urbanística	y	ambiental,	en	aras	de	armonizar	así	un	desarrollo	
sostenible.
 Artículo 1. Objeto.
	 Esta	prestación	tiene	por	objeto	gravar	los	actos	de	edificación,	construcción,	
obras o instalaciones no vinculados a la explotación agrícola, pecuaria, forestal o 
análoga,	en	suelos	que	tengan	el	régimen	de	no	urbanizable,	de	conformidad	con	lo	
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previsto en el artículo 52.5 de la ley 7/2002, de Ordenación Urbanística de Andalucía. 
El producto de esta prestación se destinará al Patrimonio Municipal de suelo.
	 Artículo	2.	Fundamento	jurídico	y	de	naturaleza.
	 El	 recurso	que	 se	 establece	 en	 esta	Ordenanza,	de	 conformidad	con	 lo	
dispuesto	en	el	artículo	2.1.h)	del	Real	Decreto	Legislativo	2/2004,	de	5	de	marzo,	por	
el que se aprueba el Texto Refundido de la ley Reguladora de las Haciendas locales, 
en relación con el artículo 52.5 de la ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística	de	Andalucía,	se	configura	como	una	prestación	de	derecho	público,	con	
los efectos prevenidos en el nº 2 del artículo 2 del Real Decreto legislativo 2/2004, 
citado.
 Artículo 3. Obligados al pago.
 1.- Estarán obligados al pago de esta prestación las personas físicas o 
jurídicas	así	como	las	entidades	a	que	se	refiere	el	artículo	35.4	de	la	Ley	General	
Tributaria que promuevan los actos enumerados en el artículo 1.
 2.- Estarán exentas de la prestación compensatoria las Administraciones 
Públicas por los actos que realicen en ejercicio de sus competencias.
 Artículo 4. Nacimiento de la obligación.
 la exacción se devengará con ocasión del otorgamiento de la licencia.  
Artículo 5. Base, tipo y cuantía ordinaria.
 1.- la Base de la prestación compensatoria está constituida por el importe total 
de	la	inversión	a	realizar	para	la	implantación	efectiva	de	la	edificación,	construcción,	
obra o instalación, excluida la correspondiente a maquinaria y equipos.
	 2.-	El	tipo	ordinario	de	la	prestación	compensatoria	se	fija	en	el	10	por	100.	
Este tipo podrá ser minorado en función de los criterios establecidos en el artículo 6 
de	la	presente	Ordenanza.
 3.- la cuantía a ingresar será el resultado de aplicar a la base el tipo, 
conforme al apartadoanterior.
 Artículo 6. Tipo y Cuantía reducida.
 1.- se aplicarán los siguientes porcentajes en función de la actuación o 
actividad:
 - Cuando concurran en la actividad circunstancias de índole social, cultural, 
histórico artísticas, deportivas, turísticas u otras análogas (geriátricos, colegios, 
academias, instalaciones deportivas, hoteles, etc.)5 por100
 - Actuaciones de fomento de energías renovables 6 por100
 - Actividades que contribuya a la mejora medioambiental(repoblación 
forestal, etc.)7 por100
 - Cuando se trate de actuaciones de carácter supramunicipal 7 por100
 - Actuación vinculada al turismo rural(hoteles rurales, albergues, etc.)4 
por100
 - Equipamientos, dotaciones y construcciones para prestación de servicios 
públicos (hospitales, tanatorios, cementerios, etc.)2 por100
 - Restauración y rehabilitación de bienes de valor histórico, patrimonial, 
artístico	o	arquitectónico	de	edificios	catalogados	o	de	recuperación	del	patrimonio	
rural, etnológico, etc. 5 por 100
 - Actividades relacionadas con el medio rural (incluido almacenaje) como 
zoológicos,	perreras,	ganadería,	almazaras,	industrias	agroalimentarias	cuya	materia	
prima se obtenga del entorno de la actividad 5 por100
 - Instalaciones agrícolas y ganaderas, estando incluidas dentro de las mismas 
las	instalaciones	de	manipulación	o	comercialización	de	productos	agrícolas	y	ganaderos,	
de tratamiento de residuos ganaderos que supongan una mejora medioambiental 2 
por100
	 -	Habilitación	de	zonas	o	espacios	de	ocio	alternativo,	al	amparo	de	la	Ley	
7/2006 sobre potestades administrativas en materia de determinadas actividades de 
ocio en los espacios abiertos de Andalucía 3 por100
	 2.-	Se	aplicará	la	reducción	del	tipo	ordinario	que	se	especifica	a	continuación	
en	aquellas	actuaciones	de	fomento	del	empleo	en	razón	del	número	de	puestos	de	
trabajo	de	carácter	fijo	y/o	discontinuo	creados	a	consecuencia	de	la	actuación	sujeta	
a la prestación compensatoria, y ello en atención al siguientebaremo:
	 a)	Entre	1	y	5	puestos	de	trabajo	de	carácter	fijo	y/o	discontinuo	creados:	
deducción de una décima parte sobre el tipo máximo (1 punto sobre los 10 que suponen 
el tipo, es decir, pasaría del 10 % al 9%
	 Entre	6	y	10	puestos	de	trabajo	de	carácter	fijo	y/o	discontinuo	creados:	
deducción de una décima parte sobre el tipo máximo (1 punto sobre los 10 que suponen 
el tipo, es decir, pasaría del 10 % al 9%.
	 b)	Mas	de	10	puestos	de	carácter	fijo	y/o	discontinuo	creados:	deducción	
de media décima parte sobre el tipo máximo (0,5 punto sobre los 10 que suponen el 
tipo, es decir, pasaría del 10 % al 9,5%
	 La	acreditación	justificativa	de	la	creación	y	mantenimiento	de	puestos	de	
trabajo	por	fomento	de	empleo,	se	realizará	de	la	siguiente	forma:
 El interesado deberá acompañar a la solicitud Plan de viabilidad de la 
empresa	y	compromiso	firmado	de	generar	y	mantener	los	puestos	de	trabajo	indicados	
durante un mínimo de 2 años.
 Para la efectiva aplicación de este tipo reducido el obligado al pago deberá 
justificar	transcurridos	dos	años	de	la	concesión	de	la	licencia	que	los	trabajadores	
computados para la aplicación del tipo reducido correspondiente continúan prestando 
sus servicios profesionales y retribuidos en la empresa o explotación obligada al 
pago, reservándose el Ayuntamiento de san Martín del Tesorillo las facultades de 
investigación	y	fiscalización	que	considere	necesarias	para	la	comprobación	de	los	
justificantes	aportados	y	que	deberán	ser	aportados	por	el	interesado.
	 En	 caso	 de	 que	 el	 interesado	 se	 haya	 beneficiado	 del	 tipo	 reducido	 y		
realizada	comprobación	en	el	plazo	de	dos	años	citado,	y	haya	sufrido	reducción	el	
número de puestos de trabajo, se exigirá completar el pago mediante nueva liquidación 
con arreglo al tipo ordinario del 10%, aplicándose el interés legal del dinero vigente 
en ese momento.
	 3.-Se	establece	un	tope	máximo	o	tipo	final	del	nunca	inferior	al	1	por	100	

en los casos de concurrir en algunas de las circunstancias
 4.- No será de aplicación ninguna de las deducciones a aquellas actividades 
que	produzcan	residuos	tóxicos	y/o	peligrosos,	actividades	tendentes	al	establecimiento	
de instalaciones de telecomunicaciones, o cuando se trate de personas físicas o jurídicas 
sobre	las	que	haya	recaído	resolución	administrativa	o	judicial	firme	imponiéndoles	
sanciones urbanísticas o ambientales o hayan sido condenadas por delitos contra la 
ordenación del territorio, urbanísticos o contra el medio ambiente.
 5.- la aplicación de los tipos reducidos / o las deducciones será de carácter 
rogado,	debiendo	los	interesados	acompañar	a	su	solicitud	los	documentos	que	justifiquen	
la aplicación del tipo reducido.
 Artículo 7. Gestión.
 1.- los interesados acompañarán a la solicitud de licencia urbanística de 
obras,	 justificante	de	 ingreso	provisional	de	 la	prestación	compensatoria	conforme	
al tipo que pretendan les sea aplicado, en caso de solicitar acogerse a tipo reducido, 
o en caso contrario, del 10 por ciento del importe total de la inversión, excluida la 
correspondiente a maquinaria y equipos.
 2.- la Administración municipal comprobará el ingreso de acuerdo al 
proyecto de inversión previsto y someterá al Pleno la apreciación del cumplimiento 
de las condiciones para obtener un tipo reducido, exigiendo al interesado el ingreso de 
la	diferencia,	si	lo	hubiere,	dentro	de	los	plazos	previstos	en	el	artículo	62	de	la	Ley	
28/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria:
	 Las	liquidaciones	notificadas	entre	los	días	1	y	15	de	cada	mes,	deberán	
pagarse	desde	la	fecha	de	notificación	hasta	el	día	20	del	mes	siguiente	o	el	inmediato	
hábil posterior.
	 Las	notificadas	entre	los	días	16	y	último	de	cada	mes,	desde	la	fecha	de	
notificación	hasta	el	día	5	del	segundo	mes	posterior	o	el	inmediato	hábil	siguiente.
 3.- las deudas no satisfechas en los periodos citados, se exigirán en vía de 
apremio.
	 4.-	Una	vez	finalizada	la	construcción,	instalación	u	obra	y	a	la	vista	de	la	
inversión efectiva, las personas físicas o jurídicas que hayan promovido los actos estarán 
obligados	a	presentar	ante	el	Ayuntamiento	presupuesto	actualizado	de	la	misma.	A	
la vista de dicha información y previas, en su caso, las comprobaciones oportunas el 
Ayuntamiento	podrá	modificar	la	base	provisional	de	liquidación	anterior	realizando	el	
cálculo	definitivo	de	la	prestación	y	exigiendo	del	obligado	al	pago	o	reintegrándose,	
la cantidad que corresponda.
 Artículo 8. Infracciones y sanciones.
	 En	todo	lo	relativo	a	la	calificación	de	infracciones	tributarias,	así	como	
a las sanciones que a las mismas corresponda en cada caso, se estará a lo dispuesto 
en la ley General y Tributaria, disposiciones estatales o de la Comunidad Autónoma 
reguladoras de la materia, normas que las complementen y desarrollen, así como a lo 
previsto en la vigente legislación local.
 Disposición adicional.
 No podrá otorgarse licencia urbanística de obras, sin que previamente se 
haya aprobado para la referida actuación Plan Especial o Proyecto de Actuación con 
arreglo	a	la	legislación	urbanística,	o,	en	su	caso,	el	informe	o	autorización	autonómica	
sustitutiva,	 y	 se	 haya	 dado	 cumplimiento	 al	 resto	 de	 requisitos	 y	 autorizaciones	
contemplados en la legislación ambiental y sectorial del tipo de actuación.
 Cuando se precise licencia de apertura, se podrá tramitar de manera 
simultánea	con	la	licencia	de	obras,	sin	que	comiencen	a	computar	los	plazos	para		la	
resolución	y	notificación	de	la	licencia	de	obras	hasta	tanto	la	actuación	cuente	con	
los	permisos,	requisitos	y	autorizaciones	pertinentes	relacionados	con	la	implantación	
de la actividad.
 Disposición transitoria.
 a) A los expedientes de concesión de licencia urbanística relativos a 
actos	de	edificación,	construcción,	obra	o	instalación	no	vinculados	a	la	explotación	
agrícola,	pecuaria,	forestal	o	análoga	en	suelo	no	urbanizable	gravados	por	la	prestación	
compensatoria que se encuentren resueltos o en tramitación, y no hayan adquirido 
firmeza	en	vía	administrativa,	conservarán	su	vigencia	y	ejecutividad	siéndoles	de	
aplicación	la	presente	Ordenanza	conforme	a	las	previsiones	de	ésta	en	cuanto	a	la	
cuantificación	de	la	Prestación	Compensatoria,	siempre	que	su	aplicación	favorezca	a	
los obligados a su pago.
 b) En el caso de que se pretenda, por parte del interesado, la aplicación del 
tipo	reducido	a	actividades	ya	autorizadas	y	liquidadas	por	la	Administración	municipal,	
según lo previsto en el apartado anterior, deberá presentarse instancia acompañada de 
documentación	justificativa	de	la	concurrencia	de	circunstancias	de	aplicación	de	un	
tipo reducido / o reducción del tipo ordinario.
	 Disposición	final.
	 La	presente	Ordenanza	entrará	en	vigor	al	día	siguiente	de	su	publicación	
en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia,	sin	perjuicio	de	los	dispuesto	anteriormente	en	
la Disposición Transitoria."
	 En	San	Martín	del	Tesorillo,	a	22/01/2020,	el	alcalde	D.	Jesús	Fernández	
Rey. firmado.

nº 4.880
___________________

ayuntaMiento de san Martin del tesorillo
ANUNCIO EN El BOlETÍN OfICIAl DE lA PROvINCIA

DE APROBACIóN DEfINITIvA
	 Al	no	haberse	presentado	reclamaciones	durante	el	plazo	de	exposición	
al	público,	queda	automáticamente	elevado	a	definitivo	el	Acuerdo	plenario	 inicial	
aprobatorio	de	la	Ordenanza	municipal	reguladora	de	TENENCIA	Y	PROTECCIÓN	
DE ANIMAlEs, cuyo texto íntegro se hace público, para su general conocimiento y 
en cumplimiento de lo previsto en el artículo 70.2 de la ley 7/1985, de 2 de abril, de 
Bases del Régimen local.
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«TITUlO I DEl áMBITO DE APlICACIóN Y DE sUs OBJETIvOs
 Artículo 1.- Objeto.
	 La	presente	Ordenanza	tiene	por	objeto	regular	las	interrelaciones	entre	las	
personas y los animales con los que conviven en el término municipal de san Martín 
del	Tesorillo	a	fin	de	evitar	las	molestias	y	peligros	que	puedan	producir	sus	naturales	
instintos, pero respetando al mismo tiempo el elevado valor que tienen estos animales, 
de conformidad con lo establecido en la ley 50/1999, de 23 de diciembre, sobre el 
régimen jurídico de la tenencia de animales peligrosos, el Decreto 42/2008, de 12 de 
febrero, por el que se regula la tenencia de animales potencialmente peligrosos en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás normativa de aplicación.
	 Quedan	excluidos	de	la	aplicación	de	esta	Ordenanza	los	perros	y	demás	
animales	pertenecientes	a	las	Fuerzas	Armadas,	Fuerzas	y	Cuerpos	de	Seguridad	del	
Estado, la Unidad del Cuerpo Nacional de Policía adscrita a la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, Cuerpos de Policías locales, Cuerpos de Bomberos y empresas de 
seguridad	con	autorización	oficial.
 Artículo 2.- ámbito de aplicación.
	 La	Ordenanza	 será	 de	 aplicación	 en	 todo	 el	 término	municipal	 de	San	
Martín del Tesorillo y deberá ser cumplida por toda persona física o jurídica. Afectará 
a todo el que esté empadronado en este Municipio o se encuentre circunstancialmente 
en el mismo.

CAPITUlO PRIMERO
ACTIvIDADEs sUJETAs A lA OBTENCIóN DE lICENCIA MUNICIPAl

 Artículo 3.- Animales peligrosos. 
 se consideran animales potencialmente peligrosos a efectos de esta 
Ordenanza,	 los	perros	 incluidos	dentro	de	una	 tipología	racial	que,	por	su	carácter	
agresivo, tamaño o potencia de mandíbula tengan la capacidad de poner en peligro 
la vida o la integridad física de las personas, de otros animales o de provocar daños 
relevantes en los bienes.
	 Los	ejemplares	de	las	razas	y	sus	cruces	siguientes:
a) Pit Bull Terrier.
b) staffordshire Bull Terrier.
c) American staffordshire Terrier.
d) Rottweiler.
e) Dogo Argentino.
f) fila Brasileiro.
g) Tosa Inu.
h) Akita Inu.
i) Doberman.
j) Perros que hayan sido adiestrados para el ataque. 
	 Aquellos	 perros	 que	manifiesten	 un	 carácter	marcadamente	 agresivo	 y	
hayan sido objeto de, al menos, una denuncia por dicha circunstancia o que hayan 
protagonizado	agresiones	a	personas	o	ataques	a	otros	animales	en	este	supuesto,	la	
potencial peligrosidad habrá de ser apreciada por el Ayuntamiento de residencia del 
animal,	atendiendo	a	criterios	objetivos,	bien	de	oficio	o	a	instancia	de	parte,	oído	el	
propietario	o	propietaria	del	animal	y	previo	informe	del	personal	veterinario	oficial	
o,	en	su	defecto,	designado	por	el	Colegio	Oficial	de	Veterinarios	de	la	provincia	de	
residencia	del	animal	y	con	formación	especifica	acreditada	en	la	materia.		
 El coste del informe anteriormente referido será determinado por el Consejo 
Andaluz	de	Colegios	Oficiales	de	Veterinarios	y	abonado	por	el	propietario	o	propietaria	
del animal.
 Artículo 4. —licencia Municipal.
 Toda persona que quiera ser propietaria de un animal potencialmente 
peligroso	de	acuerdo	con	lo	establecido	en	esta	Ordenanza,	deberá	solicitar	previamente	
una licencia administrativa, que será otorgada por el Ayuntamiento del Municipio de 
residencia de quien la solicite.
 Artículo 5. —órgano Competente para otorgar la licencia.
 El Alcalde-Presidente o Alcaldesa-Presidenta de la Corporación será el 
competente para otorgar las licencias para la Tenencia de Animales Potencialmente 
Peligrosos, en cumplimiento del artículo 21.1.q) de la ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de
Régimen local.
 Artículo 6. —Requisitos para la solicitud de la licencia.
 Para obtener la licencia para la Tenencia de Animales Potencialmente 
Peligrosos se necesita acreditar los siguientes requisitos:
 a) ser mayor de edad.
 b) No haber sido condenado por delitos de homicidio, lesiones, torturas, 
contra la libertad o contra la integridad moral, la libertad sexual y la salud pública, 
asociación	con	banda	armada	o	de	narcotráfico,	así	como	no	estar	privado	por	Resolución	
Judicial del derecho a la tenencia de animales potencialmente peligrosos.
 c) No haber sido sancionada en los últimos tres años por infracciones graves 
o muy graves con alguna de las sanciones accesorias previstas en el artículo 13.3. de la 
ley 50/1999, de 23 de diciembre, sobre Régimen Jurídico de la Tenencia de Animales 
Potencialmente Peligrosos.
 d) Disponer de capacidad física y aptitud psicológica para la tenencia de 
animales potencialmente peligrosos.
 e) En el caso de que la licencia sea para la tenencia de perros potencialmente 
peligrosos,	la	superación	de	un	curso	especifico	sobre	adiestramiento	básico	de	perros	
potencialmente	peligrosos,	organizado	por	un	Colegio	Oficial	de	Veterinarios,	o	por	
Asociación para la Protección de los Animales o federación o Asociación de Cría y 
Adiestramiento de perros, debidamente reconocidas, e impartido por adiestradores 
acreditados.
 f) suscripción de un seguro de responsabilidad civil por daños personales 
y materiales a terceros, ocasionados por animales potencialmente peligrosos, con una 
cobertura no inferior a ciento setenta y cinco mil euros (175.000 €) por siniestro.
 El cumplimiento de los requisitos establecidos en los párrafos b) y c) del 

apartado	anterior,	se	acreditara	mediante	 los	certificados	expedidos	por	el	Registro	
Central de Penados y Rebeldes y por el Registro Central de Animales de Compañía 
de Andalucía, respectivamente.
 El cumplimiento del requisito del párrafo d) se acreditara mediante informe 
de	aptitud	psicológica	emitido	por	personal	facultativo	en	los	centros	autorizados	de	
reconocimiento de conductores de vehículos de acuerdo con la normativa que los regula.
	 Artículo	7.	—Plazos.
 la licencia tendrá un período de duración de CINCO AÑOs desde la 
fecha de expedición, tras el cual deberá ser renovada, a petición de persona interesada 
con	carácter	previo	a	su	finalización,	mediante	Resolución	de	Alcaldía	por	sucesivos	
periodos de igual duración.
 la licencia perderá su vigencia en el momento en que su titular deje de 
cumplir con los requisitos necesarios para que le sea concedida.
 Cualquier variación de los datos acreditados para la obtención de la licencia 
deberá	ser	comunicada	por	su	titular,	en	el	plazo	de	quince	días	desde	la	fecha	en	que	
se	produzca	o,	en	su	caso,	se	tenga	conocimiento	de	la	misma,	al	Ayuntamiento	que	
la expidió, el cual deberá hacerla constar en el correspondiente Registro Municipal de 
Animales de Compañía.
 la intervención, suspensión o medida cautelar relativa a una licencia 
administrativa en vigor, acordada judicial o administrativamente, es causa de denegación 
de una nueva licencia o renovación de la afectada, en tanto que dicha medida no haya 
sido dejada sin efecto.
 Artículo 8. —Registro de Animales Potencialmente Peligrosos.
 las personas propietarias, criadoras o tenedoras de animales potencialmente 
peligrosos	tendrán	la	obligación	de	identificar	y	registrar	a	los	mismos	en	la	forma	y	
mediante	el	procedimiento	general	regulado	en	el	Decreto	92/2005,	de	29	de	marzo,	
por	el	que	se	regulan	la	 identificación	y	 los	registros	de	determinados	animales	de	
compañía en la Comunidad Autónoma de Andalucía y las normas que lo desarrollen.
	 Artículo	9.	—Identificación.
 En el caso de perros potencialmente peligrosos, los propietarios, criadores 
o	tenedores	tendrán	la	obligación	de	identificar	el	animal	mediante	un	microchip,	que	
deberá implantarse al animal.
 Artículo 10. —Obligaciones de los tenedores.
 El titular de la licencia tiene la obligación de solicitar la inscripción en el 
Registro de Animales Potencialmente Peligrosos.
 la presencia de animales potencialmente peligrosos en lugares o espacios 
públicos	exigirá	que	la	persona	que	los	conduzca	y	controle	lleve	consigo	la	Licencia	
administrativa	y	el	documento	autonómico	de	identificación	y	registro	animal	(DAIRA)	
como perro potencialmente peligroso.
 los perros potencialmente peligrosos deberán llevar obligatoriamente 
bozal,	apropiado	para	la	tipología	racial	de	cada	animal,	en	lugares	y	espacios	públicos,	
y serán conducidos y controlados con cadena y correa no extensible e irrompible, de 
1 metro de longitud máxima, y adecuada para dominar en todo momento el animal. 
Ninguna persona podrá llevar y conducir más de un perro potencialmente peligroso 
simultáneamente.
 la sustracción o pérdida del animal deberá ser denunciada por su titular, en 
el	plazo	de	veinticuatro	horas	desde	que	tenga	conocimiento	de	esos	hechos,	ante	un	
agente de la Autoridad, que instará su notación en los Registros Central y Municipal 
correspondiente.
 El transporte de animales potencialmente peligrosos habrá de efectuarse de 
conformidad	con	la	normativa	específica	sobre	bienestar	animal,	debiéndose	adoptar	
las	precauciones	que	las	circunstancias	aconsejen	para	garantizar	la	seguridad	de	las	
personas, bienes y otros animales durante el transporte y en la espera para carga y 
descarga.

TITUlO II 
NORMAs DE CARáCTER GENERAl sOBRE TENENCIA DE ANIMAlEs

CAPITUlO PRIMERO.- NORMAs GENERAlEs.
	 Artículo	11.-	Los	dueños	y	poseedores	de	animales	que	por	su	naturaleza	
puedan ocasionar daños o molestias a personas ajenas, serán los responsables de la 
conducta del animal en condiciones normales y tendrán la obligación de tomar cuantas 
medidas preventivas sean ordenadas o se consideren necesarias o convenientes para la 
evitación de aquellos.
	 Artículo	12.-	Deberán	estar	en	posesión	actualizada	de	 los	documentos	
que se exijan en relación con el animal y a su posesión. los propietarios de animales 
estarán obligados a proporcionarles alimentación y atención sanitaria adecuada, tanto 
preventiva como curativa, así como a facilitarle un alojamiento atendiendo a las 
exigencias de cada especie.
	 Artículo	13.-	La	tenencia	de	animales	salvajes	fuera	de	parques	zoológicos	
o	áreas	similares,	habrá	de	ser	expresamente	autorizada	y	requerirá	que	se	cumplan	las	
máximas condiciones de seguridad e higiene, y la total ausencia de molestias y peligros, 
prohibiéndose terminantemente la tenencia o comercio de animales protegidos por los 
Convenios	Internacionales	ratificados	por	el	Gobierno	Español.
 Artículo 14.- Con carácter general se permite la tenencia de animales de 
compañía o domésticos en los domicilios particulares, siempre que las circunstancias 
de	alejamiento	en	el	aspecto	higiénico	lo	permitan	y	no	se	produzca	ninguna	situación	
de peligro o incomodidad para los vecinos, para los ciudadanos en general ni para los 
propios animales en particular.
 Artículo 15.- Comercio.
 las operaciones de compraventa, traspaso, donación o cualquier otra 
que suponga cambio de titular de animales potencialmente peligrosos requerirá el 
cumplimiento de, al menos, los siguientes requisitos:
 - Existencia de licencia vigente por parte del vendedor.
 - Obtención previa de licencia vigente por parte del comprador.
	 -	Acreditación	de	la	cartilla	sanitaria	actualizada.
 - Inscripción de la transmisión del animal en el Registro de la autoridad 
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competente	en	razón	del	lugar	de	residencia	del	adquirente	en	el	plazo	de	quince	días	
desde la obtención de la licencia correspondiente.

TITUlO III NORMAs EsPECÍfICAs PARA PERROs
CAPITUlO PRIMERO.- DEClARACIóN Y CENsADO O MATRICUlADO.

 Artículo 16.- los propietarios de perros al cumplir los tres meses están 
obligados a censarlos en los servicios Municipales correspondientes, a proveerse de 
la	Tarjeta	Sanitaria	Canina	y	a	identificarse	mediante	método	electrónico	(microchip).
 Artículo 17.- las bajas por muerte o desaparición de los animales serán 
comunicadas	por	sus	propietarios	a	las	oficinas	del	Censo	Canino	en	el	plazo	de	quince	
días, a contar desde el que se produjesen, acompañando a tal efecto la tarjeta sanitaria.
	 Artículo	18.-	Los	propietarios	que	cambien	de	domicilio	o	transfieran	la	
posesión	del	animal,	lo	comunicarán	en	el	plazo	de	quince	días	a	las	oficinas	del	Censo	
Canino.
 Artículo 19.- los establecimientos de venta de animales, así corno las 
entidades que intervengan en la transferencia o donación de estos animales, están 
obligados	a	suministrar	a	la	Oficina	del	Censo	Canino	los	datos	de	animal	y	persona	
que lo va a poseer, así como de disponer de un libro de Registro en los establecimientos 
dedicados a la venta de animales para facilitar las labores de inspección.

CAPITUlO sEGUNDO
CONvIvENCIA Y CIRCUlACIóN POR lAs vÍAs PÚBlICAs.

	 Artículo	20.-	Será	obligatoria	la	utilización	de	cadena	o	correa.	Cuando	
las circunstancias así lo aconsejen puede ser ordenado por la autoridad municipal, el 
uso	obligatorio	del	bozal.
 Artículo 21.- se considera perro vagabundo aquél que no tenga dueño 
conocido o esté censado.
 Artículo 22.- los perros vagabundos y los que sin serlo circulen por la vía 
pública	desprovistos	de	collar	o	sistema	de	identificación	vigente,	o	bien	circulen	sin	
ser conducidos por persona alguna, serán retirados de conformidad con lo establecido 
en	el	Reglamento	de	organización	y	funcionamiento	del	servicio	público	de	recogida	de	
animales vagabundos actualmente en vigor en el municipio de san Martín del Tesorillo.
	 Artículo	23.-	Las	personas	que	conduzcan	perros	u	otros	animales	por	la	
vía pública, parques infantiles, jardines públicos y tránsito de personas adoptarán las 
medidas necesarias para evitar que los animales ensucien estos espacios públicos.
 Artículo 24.- los propietarios de los animales son responsables de la 
retirada y eliminación de las deposiciones efectuadas en la vía pública y en cualquier 
lugar destinado al tránsito de personas. Asimismo, los propietarios de los animales 
están obligados a llevar  dispositivos de recogida de las deposiciones efectuadas. 
los Agentes de la Autoridad Municipal podrán requerir al propietario o persona que 
conduzca	al	perro	para	que	proceda	a	retirar	los	excrementos	y	colocarlos	de	forma	
higiénicamente aceptable en las bolsas de basura domiciliada, y contenedores. En 
caso de no ser atendido su requerimiento o en caso de no contar con un dispositivo 
de recogida de deposiciones se procederá a denunciar los hechos, y tramitación de 
expediente sancionador.
 Artículo 25.- las personas que utilicen perros para la vigilancia de 
obras les deberán procurar el alimento, el alojamiento y atención sanitaria, debiendo 
tenerlosinscritos	en	el	censo	canino.	La	no	retirada	del	perro	una	vez	terminada	la	obra	
se considerará como abandono y será sancionada.

TITUlO Iv PROHIBICIONEs Y REGIMEN sANCIONADOR
CAPITUlO I.- PROHIBICIONEs.

 Artículo 26.- Queda prohibido causar daños o cometer actos de crueldad y 
malos tratos a los animales domésticos en régimen de convivencia y cautividad. sólo 
se	podrán	efectuar	espectáculos	donde	participen	animales,	cualquiera	que	sea	su	fin,	
previa	obtención	del	permiso	y	autorización	de	la	autoridad	competente.
 Artículo 27.- En el caso de grave o persistente incumplimiento por parte de 
los propietarios, de lo estipulado en el artículo anterior la Administración Municipal 
podrá disponer el traslado de los animales a un establecimiento adecuado con cargo a 
aquellos y adoptar cualquier otra medida adicional.
 Artículo 28.- Queda prohibido el abandono de animales tanto vivos como 
muertos.

CAPITUlO sEGUNDO.- RÉGIMEN sANCIONADOR.
 Artículo 29.- Infracciones.
	 Son	 infracciones	 las	 acciones	 y	 omisiones	 tipificadas	 en	 la	 presente	
Ordenanza	y	todas	aquellas	que,	como	tales,	estén	previstas	o	se	establezcan	en	las	
leyes y reglamentos.
 Artículo 30.- Responsabilidad.
 1. son responsables de las infracciones las personas físicas o jurídicas 
que	realicen	las	acciones	y	omisiones	tipificadas	como	infracción,	sin	perjuicio	de	las	
responsabilidades que pudieran corresponder en el ámbito civil o penal.
 2. Cuando el cumplimiento de las obligaciones corresponda a varias personas 
conjuntamente, responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su caso, se 
cometan y de las sanciones que se impongan. Asimismo, serán responsables subsidiarios 
de las sanciones impuestas a las personas jurídicas que hayan cesado en sus actividades 
quienes ocuparan el cargo de administrador en el momento de cometerse la infracción.
 3. El poseedor de un animal es responsable de los daños, los perjuicios y 
molestias que causen a las personas, a los objetos, a las vías públicas y al medio natural 
en general de acuerdo con el artículo 1.905 del Código Civil.
 Artículo 31.- Clases de infracciones en general.
 1. son infracciones muy graves:
1.1.	El	maltrato	de	animales	que	les	cause	invalidez	o	muerte.
1.2. El abandono de animales.
1.3.	Practicar	una	mutilación	con	fines	exclusivamente	estéticos	o	sin	utilidad	alguna,	
salvo las practicadas por veterinarios en caso de necesidad.
1.4. Depositar alimentos envenenados en espacios y lugares públicos, salvo los empleados 
por	empresas	autorizadas	para	el	control	de	plagas.
1.5.	El	uso	de	animales	en	fiestas	o	espectáculos	en	los	que	éstos	puedan	ser	objeto	

de daños, sufrimientos, tratamientos antinaturales, malos tratos o en los que se pueda 
herir la sensibilidad del espectador.
1.6. El suministro a los animales de alimentos y medicamentos que contengan sustancias 
que puedan provocarles sufrimientos o daños innecesarios.
1.7.	La	organización	de	peleas	con	y	entre	animales.
1.8. la cesión por, cualquier título, de locales, terrenos o instalaciones para la celebración 
de peleas con y entre animales.
1.9.	La	utilización	de	animales,	por	parte	de	sus	propietarios	o	poseedores,	para	su	
participación en peleas.
1.10.	 La	 filmación	 con	 animales	 de	 escenas	 que	 conlleven	 crueldad,	 maltrato	 o	
sufrimiento, cuando los daños no sean simulados.
1.11.	La	utilización	en	los	procedimientos	de	experimentación	de	animales	de	especies	
no recogidas en la normativa aplicable.
1.12.	La	realización	de	procedimientos	de	experimentación	no	autorizados.
1.13.	La	utilización	de	animales	para	procedimientos	de	experimentación	en	centros	
no	reconocidos	oficialmente.
1.14.	Utilizarlos	en	procedimientos	de	experimentación	o	destinarlos	a	los	mismos	sin	
el cumplimiento de las garantías establecidas en la normativa aplicable.
1.15.	Realizar	el	sacrificio	de	un	animal	sin	seguir	la	normativa	aplicable.
1.16. El empleo de animales vivos para el entrenamiento de otros en la pelea o el ataque.
1.17.	La	comisión	de	más	de	una	infracción	de	naturaleza	grave	en	el	plazo	de	3	años	
cuando	así	haya	sido	declarado	por	resolución	firme.
 2. son infracciones graves:
2.1. El maltrato a animales que causen dolor o sufrimiento o lesiones no invalidantes.
2.2.	No	realizar	las	vacunaciones	y	tratamientos	obligatorios	previstos	en	la	normativa	
aplicable.
2.3. No mantener a los animales en buenas condiciones higiénico-sanitarias o en las 
condiciones	fijadas	por	la	normativa	aplicable.
2.4. No suministrar a los animales la asistencia veterinaria necesaria.
2.5.	Imponer	un	trabajo	al	animal	en	los	que	el	esfuerzo	supere	su	capacidad	o	estén	
enfermos, fatigados, desnutridos o tengan menos de seis meses de edad así como 
hembras que estén preñadas.
2.6. la venta o donación de animales para la experimentación sin las oportunas 
autorizaciones.
2.7.	La	filmación	de	escenas	con	animales	que	simulen	crueldad,	maltrato	o	sufrimiento,	
sin	la	correspondiente	autorización	administrativa.
2.8. El empleo en exhibiciones, si ello supone para el animal sufrimiento, dolor u objeto 
de tratamientos antinaturales.
2.9.	La	cría	o	comercialización	de	animales	sin	cumplir	los	requisitos	correspondientes.
2.10. la asistencia a peleas con animales.
2.11. la venta o donación de animales a menores de 16 años o incapacitados sin la 
autorización	de	quien	tenga	su	patria	potestad,	tutela	o	custodia.
2.12. No facilitar a los animales la alimentación adecuada a sus necesidades.
2.13.	Ofrecer	animales	como	premio	o	recompensa	en	concursos	o	con	fines	publicitarios.
2.14.	La	venta	ambulante	fuera	de	las	instalaciones,	ferias	o	mercados	autorizados.
2.15. Impedir al personal habilitado por los órganos competentes el acceso a las 
instalaciones de los establecimientos previstos por la ley de 11/2003 de la Junta de 
Andalucía, así como no facilitar la información y documentación que se les requiera 
en el ejercicio de las funciones de control.
2.16. El incumplimiento, por parte de los centros veterinarios y centros para la venta, 
adiestramiento y cuidado temporal de los animales de compañía, de los requisitos y 
condiciones	establecidas	en	la	presente	Ordenanza	y	en	las	demás	normas	estatales	y	
autonómicas les sean de aplicación.
2.17. la venta de mamíferos como animales de compañía con menos de cuarenta días.
2.18. la venta de animales enfermos cuando se tenga constancia de ello.
2.19. El transporte de animales sin reunir los requisitos legales.
2.20.	 La	 negativa	 u	 obstaculización	 a	 suministrar	 datos	 o	 facilitar	 la	 información	
requerida por las autoridades competentes o sus agentes, en orden al cumplimiento de 
sus funciones, así como el suministro de información inexacta o de documentación falsa.
2.21.	La	posesión	de	animales	no	registrados	ni	identificados	conforme	a	lo	previsto	
en	esta	Ordenanza	o	por	exigencia	legal.
2.22.	La	comisión	de	más	de	una	infracción	de	naturaleza	leve	en	el	plazo	de	3	años,	
cuando	así	haya	sido	declarado	por	resolución	firme.
 3. son infracciones leves:
3.1. No denunciar la pérdida del animal.
3.2. No evitar que el animal agreda o cause cualquier incomodidad y molestia a las 
personas,	a	otros	animales	o	produzcan	daños	a	bienes	ajenos.
3.3. No proteger al animal de cualquier posible agresión o molestia que le puedan 
causar otros animales o personas.
3.4.	La	no	obtención	de	las	autorizaciones,	permisos	o	licencias	necesarias	en	cada	
caso, para estar en posesión del animal de que se trate.
3.5. No proporcionarles agua potable.
3.6. Mantener a los animales permanentemente atados o encadenados, salvo las 
excepciones	y	especificaciones	que	se	establezcan.
3.7.	Manipular	artificialmente	a	los	animales	con	objeto	de	hacerlos	atractivos	como	
diversión y juguete para su venta.
3.8. Mantener a los animales en recintos y lugares donde no puedan ser debidamente 
controlados y vigilados.
3.9. Mantener a los animales en lugares donde ocasionen molestias evidentes a los vecinos.
3.10.	 Ejercer	 la	 mendicidad	 valiéndose	 de	 ellos	 o	 imponerles	 la	 realización	 de	
comportamientos y actitudes ajenas e impropias de su condición que impliquen trato 
vejatorio.
3.11. Administrar, inocular o aplicar sustancias farmacológicas sin la prescripción o 
supervisión directa de un veterinario. suministrar medicación errónea, aplicarla de 
modo incorrecto o no valorar los efectos colaterales o indeseados que puedan suponer 
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un	sufrimiento	injustificable	para	los	animales.
3.12. El suministro de alimentos a animales vagabundos o abandonados, así como a 
cualquier otro cuando de ello puedan derivarse molestias, daños o focos de insalubridad 
en espacios públicos, solares o inmuebles, salvo que dicho suministro se realice por las 
personas	autorizadas	para	ello	y	en	las	copndiciones	determinadas	en	dicha	autorización.
3.13. El alojamiento de animales de forma habitual en vehículos, balcones o lugares 
inapropiados para ello.
3.14. No contar con dispositivos de recogida de deposiciones así como permitir que 
los animales ensucien las vías y espacios públicos.
3.15. El abandono de cadáveres de cualquier especie animal en espacios públicos.
3.16. Incitar a los animales a la agresividad de cualquier forma.
3.17. la tenencia de animales en viviendas y recintos privados sin que las circunstancias 
de alojamiento, higiénicas y de número lo permitan.
3.18.	La	crianza	de	animales	de	compañía	en	domicilios	particulares	sin	las	condiciones	
de mantenimiento, higiénico-sanitarias, de bienestar y de seguridad para el animal y 
para	las	personas.	La	crianza	en	más	de	una	ocasión	sin	cumplir	los	requisitos	legales.
3.19.	La	 tenencia	de	animales	de	 forma	continuada	en	 terrazas	y	patios,	 así	 como	
permitir	que	el	animal	pase	la	noche	fuera	de	la	vivienda	sin	las	condiciones	específicas	
para su bienestar.
3.20. la perturbación, por parte de los animales, de la tranquilidad y el descanso de 
los vecinos, especialmente desde las 22.00 horas a las 8.00 horas.
3.21.	La	falta	de	notificación	al	órgano	competente	de	la	Administración	de	la	Junta	
de	Andalucía	de	la	utilización	de	animales	de	experimentación.
3.22. El incumplimiento del deber de someter a tratamiento antiparasitario adecuado 
a los perros destinados a la vigilancia de solares y obras.
3.23. Permitir que el animal de compañía acceda a las vías o espacios públicos sin ser 
conducido por persona.
3.24. Permitir que los animales de compañía constituyan en la vía pública un peligro 
a los transeúntes o a otros animales.
3.25. Conducir perros sin correa.
3.26.	Conducir	perros	cuyo	peso	es	superior	a	20	Kg	sin	bozal,	con	correa	no	resistente	
o extensible.
3.27. Permitir que el animal entre en parques infantiles o jardines de uso por los niños 
o piscina pública.
3.28. Bañar animales en fuentes ornamentales, estanques o similares o permitir que 
beban agua potable de fuentes de consumo público.
3.29. El uso de transporte público con animal, que no dispongan de espacios especialmente 
habilitados para ellos y acrediten que el animal reúne las condiciones higiénico-sanitarias 
y cumple las medidas de seguridad que se determinen reglamentariamente, salvo los 
perros de acompañamiento y guía de personas con discapacidad visual.
3.30. la entrada con animal en establecimientos de hostelería, salvo que el local posea 
autorización	administrativa,	salvo	perros	de	acompañamiento	y	guía	de	personas	con	
discapacidad visual.
3.31. Entrar con animal en locales destinados a elaboración, venta, almacenamiento, 
transporte o manipulación de alimentos o bebidas, espectáculos públicos, instalaciones 
deportivas o establecimientos y lugares análogos, salvo perros de acompañamiento y 
guía de personas con discapacidad visual.
3.32.	La	entrada	en	edificios	públicos	y	dependencias	administrativas	salvo	perros	de	
acompañamiento y guía de personas con discapacidad visual.
3.33. la no comunicación de los cambios que afecten al Registro Municipal de 
Animales de Compañía.
3.34. Cualquier otra actuación que contradiga las obligaciones o infrinja las prohibiciones 
de	esta	ordenanza	y	no	esté	tipificada	como	infracción	grave	o	muy	grave.
 Artículo 32.- sanciones.
 1. las infracciones indicadas en el artículo anterior serán sancionadas con 
multas de:
a) 75 a 500 euros para las leves.
b) 501 a 2.000 euros para las graves.
c) 2.001 a 30.000 euros para las muy graves.
 2. En la resolución del expediente sancionador, además de las multas a que 
se	refiere	el	apartado	primero,	se	podrán	imponer	las	siguientes	sanciones	accesorias:
 a) Clausura temporal de las instalaciones, locales o establecimientos, por 
un	plazo	máximo	de	un	año	para	las	infracciones	graves	y	de	dos	años	para	las	muy	
graves.
 b) Prohibición temporal para el ejercicio de actividades comerciales reguladas 
por	la	Ley	11/2003,	por	un	plazo	máximo	de	un	año	para	las	infracciones	graves	y	de	
dos para las muy graves.
 c) Decomiso de los animales para las infracciones graves o muy graves.
 d) Prohibición de la tenencia de animales por un período máximo de dos 
años para las graves y cuatro para las muy graves.
 3. En materia de animales potencialmente peligrosos se estará a lo dispuesto 
en el capítulo III de la ley 50/1999 de 23 de diciembre, sobre el Régimen Jurídico de 
la Tenencia de Animales Potencialmente Peligrosos.
 
Artículo 33. Graduación de las sanciones por el órgano competente.
 En la graduación de las sanciones el órgano competente se atendrá a los 
siguientes criterios para su imposición:
 a) la trascendencia social o sanitaria y el perjuicio causado por la infracción.
	 b)	El	ánimo	de	lucro	y	la	cuantía	del	beneficio	económico	obtenido	en	la	
comisión de la infracción.
 c) la importancia del daño causado al animal.
 d) la reiteración en la comisión de infracciones.
 e) Cualquier otra que pueda incidir en el grado de reprochabilidad de 
la infracción, en un sentido atenuante o agravante. A tal efecto tendrá una especial 
significación	la	violencia	en	presencia	de	menores	o	discapacitados	psíquicos.

 Artículo 34.- Medidas provisionales para las infracciones muy graves y 
graves.
 1. Iniciado el procedimiento sancionador, la autoridad administrativa 
instructora podrá adoptar, previa motivación, las siguientes medidas provisionales en 
los casos de presunta comisión de infracciones graves o muy graves.
 a) la retirada preventiva de los animales y la custodia de los mismos en 
los centros para la recogida de animales.
	 b)	La	suspensión	temporal	de	autorizaciones.
 c) la clausura preventiva de las instalaciones, locales o establecimientos.
 2. las medidas provisionales se mantendrán mientras persistan las causas 
que motivaron su adopción.
 Artículo 35.- Procedimiento.
 1. El procedimiento sancionador se ajustará a los principios de la potestad 
sancionadora regulados en el Título IX de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el 
Reglamento para el ejercicio de la potestad sancionadora, y a las normas procedimentales 
autonómicas y municipales vigentes.
 2. los incumplimientos de la normativa básica en materia de animales 
potencialmente	peligrosos	y	de	las	disposiciones	previstas	en	esta	Ordenanza	serán	
sancionadas de acuerdo con el régimen de infracciones y sanciones previsto en la ley 
50/1999, de 23 de diciembre, y subsidiariamente, en lo no previsto por la misma, será 
de aplicación la ley 11/2003, de 24 de noviembre, de Protección de Animales.
 Artículo 36.- Competencia sancionadora.
 1. El Ayuntamiento es competente para conocer y sancionar las infracciones 
leves.
 2. En los demás supuestos el Ayuntamiento de san Martín del Tesorillo 
dará traslado a la Administración Pública competente de la presunta comisión de 
infracciones graves o muy graves.
 3. En los supuestos en que las infracciones puedan ser constitutivas de 
delito o falta, la autoridad competente podrá acordar la incautación del animal hasta 
tanto la autoridad judicial provea acerca del mismo, debiendo dar traslado inmediato 
de los hechos al órgano jurisdiccional competente.
 DIsPOsICION fINAl
	 Una	vez	aprobada	definitivamente	la	presente	Ordenanza,	entrará	en	vigor	
a	los	quince	días	de	su	publicación	en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia	de	Cádiz.”
	 En	San	Martín	del	Tesorillo,	a	22/01/2020,	el	alcalde	D.	Jesús	Fernández	
Rey. firmado.              nº 4.882

___________________

ayuntaMiento de san Martin del tesorillo
ANUNCIO EN El BOlETÍN OfICIAl DE lA PROvINCIA 

DE APROBACIóN DEfINITIvA
	 Al	no	haberse	presentado	reclamaciones	durante	el	plazo	de	exposición	
al	público,	queda	automáticamente	elevado	a	definitivo	el	Acuerdo	plenario	 inicial	
aprobatorio	de	la	Ordenanza	municipal	reguladora	del	SERVICIO	DE	CEMENTERIO	
Y DEl UsO DE lA sAlA vElATORIO, cuyo texto íntegro se hace público, para su 
general conocimiento y en cumplimiento de lo previsto en el artículo 70.2 de la ley 
7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen local.

«"TITUlO I DIsPOsICIONEs GENERAlEs.
	 ARTÍCULO	1º.	La	presente	Ordenanza	tiene	por	objeto	la	regulación	del	
uso y ocupación del cementerio público y la sala velatorio del Ayuntamiento de san 
Martín del Tesorillo.
 ARTÍCUlO 2º.  El cementerio y la sala velatorio de san Martín del Tesorillo 
son bienes de servicio público que está sujeto a la autoridad del Ayuntamiento, a la que 
corresponde la administración, dirección y cuidado, salvo en lo que sea de competencia 
de otras autoridades y organismos, en virtud de lo establecido en la ley 5/2010, de 11 
de junio, de Autonomía local de Andalucía.
 ARTÍCUlO 3º. Corresponde al Ayuntamiento:
	 a)	La	organización,	conservación y acondicionamiento del cementerio, así 
como de las construcciones funerarias, de los servicios e instalaciones.
	 b)	La	autorización	a	particulares	para	la	realización	en	los	cementerios	de	
cualquier tipo de obras o instalaciones, así como su dirección e inspección.
	 c)	La	autorización	para inhumar y exhumar cadáveres en los supuestos 
previstos en el Decreto 95/2.001, de 3 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
de Policía sanitaria Mortuoria.
 d) El otorgamiento de las concesiones sepulcrales, determinando el modo, 
orden y condiciones de ocupación de los nichos columbarios, así como el reconocimiento 
de los derechos funerarios de cualquier clase.
	 e)	La	percepción	de	los	derechos	y	tasas	que	se	establezcan	legalmente.
 f) El cumplimiento de la normativa sanitaria y de higiene dictada o que se 
dicte en un futuro.
 g) El nombramiento, dirección cese y atribución de labores del personal 
del cementerio.

TITUlO II ORGANIZACIóN DEl CEMENTERIO.
CAPÍTUlO I DE lAs sERIEs.

	 ARTÍCULO	4º.		El	cementerio	municipal	estará	organizado	en	series,	las	
cuales,	a	efectos	de	localización,	quedarán	convenientemente	identificadas,	adoptándose	
para ello el criterio del orden alfabético. 
	 ARTÍCULO	5º.	Cada	una	de	las	series	estará	constituida	por	filas	y	columnas,	
entendiendo	por	filas	los	segmentos	horizontales	en	que	cada	serie	queda	dividida	y	
por columnas los segmentos verticales en que dichas series quedan divididas
	 ARTÍCULO	6º.	 	Cada	fila	o	columna	albergará	un	número	de	nichos	y	
columbarios que podrá variar atendiendo a las dimensiones de las series en las que 
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estén encuadradas.
CAPITUlO II DEl ORDEN DE OCUPACIóN DE NICHOs Y COlUMBARIOs.
	 ARTÍCULO	7º.		Los	nichos	y	columbarios	se	irán	ocupando	de	izquierda	
a	derecha	en	cada	fila	por	orden	ascendente,	comenzando	por	la	fila	que	más	cercana	
al suelo se halle. De tal manera que no podrá ocuparse ningún nicho o columbario de 
la	fila	siguiente	si	la	anterior	no	ha	sido	ocupada	en	su	totalidad.
	 ARTÍCULO	8º.	Tendrá	lugar	el	comienzo	de	la	ocupación	de	una	nueva	
serie, cuando la serie anterior haya quedado completada en su totalidad. la nueva serie 
a	ocupar	vendrá	determinada	por	el	orden	de	identificación	establecido	en	el	artículo	
4	de	la	presente	ordenanza.
 ARTÍCUlO 9º.  A efectos de establecer el orden de llegada para la ocupación 
de los nichos y columbarios por los cadáveres, se tendrá en consideración como criterio 
temporal el momento de celebración del sepelio.
 ARTÍCUlO 10º. No se podrán alquilar ni reservar nichos o columbarios 
que no estén ocupadas.

TÍTUlO III INHUMACIONEs Y EXHUMACIONEs.
 ARTÍCUlO 11º. No podrán exhumarse restos cadavéricos para su posterior 
reinhumación en otro nicho o columbario distinto del cementerio municipal, salvo que  
concurra alguna de las siguientes circunstancias:
	 a)	Casos	de	fuerza	mayor	que	justifiquen	dicho	traslado	(catástrofes	naturales,	
derrumbes,	…)
 b) Decisión judicial que la autorice.
 c) Que los restos acompañen una inhumación inminente.
	 d)	Con	motivo	de	la	unificación	de	restos	cadavéricos	en	nicho	o	columbario	
ya	ocupado	por	uno	de	los	restos	a	unificar.
	 ARTÍCULO	 12º.	 En	 todo	 caso,	 se	 podrá	 solicitar	 autorización	 para	 la	
exhumación y posterior reducción de restos cadavéricos de un nicho o columbario 
para la posterior inhumación en el mismo de un nuevo cadáver, siempre que hayan 
transcurrido cinco años desde la muerte real del último ocupante.
 ARTÍCUlO 13º. Podrá solicitarse la ocupación de aquellos nichos o 
columbarios que, ocupados anteriormente con carácter temporal, hayan quedado 
vacantes, siempre que se vaya a proceder a una inmediata inhumación. De otro modo, 
se	entenderá	que	se	incurre	en	reserva	de	plaza,	lo	cual	queda	expresamente	prohibido	
en	el	artículo	10	de	esta	Ordenanza.

TITUlO Iv RÉGIMEN DE OCUPACIóN DE NICHOs Y COlUMBARIOs.
 ARTÍCUlO 14º. la ocupación de los nichos y columbarios, tal y como 
se	 establece	 en	 la	 presente	Ordenanza	 y	 de	 acuerdo	 con	 la	 normativa	 sanitaria	 en	
vigor,	será	inamovible	durante	los	cinco	primeros	años,	salvo	casos	de	fuerza	mayor	
(catástrofes	naturales,	derrumbes,	…)	A	estos	efectos,	la	renovación	de	dicha	ocupación	
se producirá a la conclusión de dicho período, y así sucesivamente, por períodos de 
cinco años, salvo en los supuestos de ocupación a perpetuidad.
 ARTÍCUlO 15º. la ocupación a setenta y cinco años de acuerdo con lo que 
marca la normativa de bienes de los nichos y columbarios se efectuará en los mismos 
términos a que hace referencia el artículo anterior.
 ARTÍCUlO 16º. Cuando un nicho o columbario ocupado a perpetuidad 
quede vacante como consecuencia de la reinhumación de los restos que contenía en 
otro nicho o columbario por concurrir uno de los supuestos previstos en los apartados 
c)	y	d)	del	artículo	11	de	la	presente	Ordenanza,	se	mantendrá	la	titularidad	del	mismo.	
Por el contrario, de quedar vacante por cualquier motivo un nicho o columbario en 
régimen de ocupación temporal o alquiler, se perderá la titularidad y el resto de derechos 
adquiridos sobre el mismo.
 ARTÍCUlO 17º.  la inhumación o exhumación de cadáveres o restos 
cadavéricos es una labor que queda reservada exclusivamente al personal designado 
y	autorizado	por	la	autoridad	local	competente.

TITUlO v sAlA vElATORIO
 Artículo 18º.- Corresponde al Ayuntamiento: Como propietario titular del 
edificio	de	velatorio	prestará	el	servicio	directamente,	mediante	concesión	administrativa	
al interesado, correspondiéndole: 
 a) Interpretar el Reglamento. 
 b) Inspeccionar el servicio, las obras, instalaciones y mobiliario, para 
asegurar la continuidad de la prestación del servicio.
 d) 
 Artículo 19º.- Obligaciones de los concesionarios: 
 a) Respetar todos los bienes muebles e inmuebles que integran el velatorio, 
haciéndose	responsable	de	la	correcta	utilización	por	los	acompañantes.	
 b) será responsable de las acciones u omisiones de los acompañantes y se 
hará cargo de los gastos que origine la subsanación de los desperfectos ocasionados. 
 c) No podrá destinar el velatorio a uso distinto de aquel para el que fue 
adjudicada la explotación. 
 di) 
 Artículo 20º.- Infracciones y sanciones. se considera infracción de este 
Reglamento el incumplimiento total o parcial de las obligaciones o prohibiciones 
establecidas en el mismo. la potestad sancionadora se ejercerá mediante el procedimiento 
establecido en la ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. El Alcalde será el órgano encargado de 
imponer sanciones conforme dispone el artículo 21.1.n de la ley 7/1985 de 2 de abril. 
 DIsPOsICIóN ADICIONAl
	 En	las	materias	no	previstas	expresamente	en	ésta	Ordenanza	se	estará	a	
lo previsto en el Reglamento de Policía sanitaria Mortuoria vigente.
 DIsPOsICIóN ADICIONAl
	 Esta	Ordenanza	entrará	en	vigor	transcurridos	quince	días	hábiles	desde	
su publicación íntegra.
 lo que se hace público para general conocimiento.”
	 En	San	Martín	del	Tesorillo,	a	22/01/2020,	el	alcalde	D.	Jesús	Fernández	
Rey. firmado.              nº 4.884

ayuntaMiento de conil de la frontera
EDICTO

 Que, el Ayuntamiento en Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día 28 de 
noviembre de 2019, adoptó entre otros, el siguiente acuerdo:
	 “PUNTO	10º.-	ALEGACIONES	AL	CONVENIO	URBANÍSTICO	SUELO	
URBANIZABLE	ORDENADO	“LA	LOBITA	II”.	PROMOTOR:	SCA	NTRA.	SRA.	
DE lAs vIRTUDEs.
 vistos los documentos obrantes en el expediente; visto el Informe técnico del 
Arquitecto Municipal de fecha 30 de julio de 2019 y visto el Informe Jurídico emitido 
al respecto en el que incluye propuesta de resolución de alegaciones presentadas al 
mismo, la Corporación en Pleno, por unanimidad, lo que representa la mayoría absoluta 
del nº. legal de miembros que la integran, acuerda:
 1º.- Desestimar en cuanto al fondo, el recurso de reposición presentado por 
Dña.	Juana	de	Alba	Rodríguez	el	8	de	abril	pasado	contra	el	acuerdo	plenario	de	fecha	
27 de febrero de 2019 por el que se adopta aprobar en todos sus términos la Propuesta 
de Convenio Urbanístico de Planeamiento entre el Excmo. Ayuntamiento y la entidad 
SCA	Nuestra	Señora	de	las	Virtudes	y	Dª.	Juana	de	Alba	Rodríguez,	facultando	al	Sr.	
Alcalde	a	la	firma	y	tramitación	del	mismo,	conforme	a	los	informes	técnico	y	jurídico	
obrantes en el expediente de fecha 30/07/2019 y 14/11/2019.
 2º.- Desistir de la aprobación del Convenio Urbanístico de planeamiento 
entre el Excmo. Ayuntamiento y la entidad sCA Nuestra sra. De las virtudes y Dª. 
Juana	de	Alba	Rodríguez,	revocando	al	Sr.	Alcalde	las	facultades	otorgadas	por	el	Pleno	
para	la	firma	y	tramitación	del	mismo.
	 3º.-	Publicar	en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia	y	en	el	Tablón	de	anuncios	
del Ayuntamiento el presente acuerdo, dando traslado del mismo a los interesados 
afectados en el procedimiento con indicación de los recursos legales que sean pertinentes.
 4º.- Continuar la tramitación de la innovación de planeamiento formulada 
mediante el sistema de compensación regulado en el art. 130 y siguientes de la ley 
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.” 
 lo que se le comunica para general conocimiento. Conil de la frontera, a 
16	de	enero	de	2020.	EL	ALCALDE,	Fdo:	Juan	Manuel	Bermúdez	Escámez.	nº 4.923

___________________

ayuntaMiento de chiclana de la frontera
EDICTO

 Aprobado por la Junta de Gobierno local de este Excmo. Ayuntamiento en 
sesión	celebrada	el	día	veintiuno	de	Enero	en	curso,	el	Padrón	definitivo	de	la	TASA	
POR PREsTACION DEl sERvICIO DE GEsTION DE REsIDUOs sOlIDOs 
URBANOs (Tasa Basura) del ejercicio del 2.020, queda expuesto al publico en las 
dependencias	del	Chiclana	Natural	S.A.	(Plaza	España	s/n)	por	plazo	de	quince	días,	
contados	desde	el	día	siguiente	al	de	publicación	de	este	anuncio	en	el	Boletín	Oficial	de	
la Provincia, durante el cual los interesados lo pueden examinar y formular alegaciones.
 lo que se hace público para general conocimiento y en cumplimiento de la 
normativa vigente. En Chiclana de la fra a 22 de Enero del 2.020. El TTE. AlCAlDE 
DElEGADO DE  HACIENDA fdo. Joaquin Guerrero Bey.          nº 4.928

___________________

ayuntaMiento de rota
ANUNCIO

 Para general conocimiento, se hace público que por la Alcaldía-Presidencia, 
con fecha 22 de enero de 2020, se ha dictado Decreto número 2020- 0311, con el 
siguiente contenido:
	 “D.	 JOSE	 JAVIER	 RUIZ	 ARANA,	 ALCALDE-PRESIDENTE	 DEL	
EXCMO. AYUNTAMIENTO DE ROTA en virtud de las facultades que me están 
conferidas por el Artº 21 de la ley 7/1.985, de 2 de Abril, Reguladora de las Bases 
del	Régimen	Local,	y	el	Artº	41	del	Reglamento	de	Organización,	Funcionamiento	y	
Régimen Jurídico de las Entidades locales, R.D. 2568/1.986.
 Estando previsto que esta Alcaldía y el Primer Teniente de Alcalde se 
ausenten	por	viaje	oficial	durante	los	días	del	veintidós	al	veinticuatro	de	enero	de	
2020 con motivo de la presentación de Rota en la feria Internacional de Turismo 2020 
(fITUR) en Madrid.
 De conformidad con lo dispuesto en los artículos 21.3 y 23.3 de la ley 7/1985, 
de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen local, 43 y 47 del Reglamento de 
Organización,	Funcionamiento	y	Régimen	Jurídico	de	las	Entidades	Locales	y	51,	53	
y 60 del Reglamento Orgánico Municipal.
 He resuelto dictar el siguiente DECRETO:
 PRIMERO.- Nombrar a la segunda Teniente de Alcalde, DOÑA 
ENCARNACIóN NIÑO RICO, para que se haga cargo de las funciones de la Alcaldía-
Presidencia, con carácter accidental, durante mi expresada ausencia desde las 13:30 
horas del miércoles día veintidós de enero de dos mil veinte hasta las 18:00 horas del 
viernes día veinticuatro de enero.
	 SEGUNDO.-	Notificar	el	presente	decreto	a	 la	Teniente	de	Alcalde	Dª.	
Encarnación Niño Rico,  y a los responsables de los departamentos  afectados.
 TERCERO.- la presente resolución deberá inscribirse en el libro de 
Resoluciones	de	este	Excmo.	Ayuntamiento	y		será	publicada	en	el	Boletín	Oficial	de	
la	Provincia	de	Cádiz	y	en	el	Tablón	de	Edictos	Municipal.	De	la	misma,	se	dará	cuenta	
al Pleno del Excmo. Ayuntamiento en la inmediata sesión que éste celebre.
	 Lo	manda	y	firma	en	la	villa	de	Rota,	a	22/01/2020.”	EL	ALCALDE,	FDO.:	
José	Javier	Ruiz	Arana.		 	 	 																										nº 4.960

___________________

ayuntaMiento de alcala de los Gazules
ANUNCIO

 Expediente nº 2052/2019. formulada y rendida las Cuentas Generales 
del Presupuesto de esta Entidad, correspondiente al Ejercicio de 2.017, se exponen al 
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público	junto	con	sus	justificantes	y	el	informe	de	la	Comisión	Informativa	Especial	
de Cuentas durante quince días. 
	 En	este	plazo	y	ocho	días	más,	podrán	presentarse	los	reparos	y	observaciones	
que puedan formularse por escrito, los cuales serán examinados por dicha Comisión 
que practicará cuantas comprobaciones crea necesarias, emitiendo nuevo informe antes 
de	someterlas	al	Pleno	del	Ayuntamiento	de	Alcalá	de	los	Gazules,	para	que	puedan	ser	
examinadas, y en su caso, aprobadas, de conformidad con los dispuesto en el artículo 
212.3	del	Real	Decreto	Legislativo	2/2004,	de	5	de	marzo,	por	el	que	se	aprueba	el	
Texto Refundido de la ley Reguladora de las Haciendas locales.
 lo que se hace público para general conocimiento y efectos oportunos. En 
Alcalá	de	los	Gazules,	29/11/2019.	ALCALDE,	Fdo.:	JAVIER	PIZARRO	RUIZ.

nº 5.072
___________________

ayuntaMiento de chiclana de la frontera
ANUNCIO

 la Junta de Gobierno local en sesión celebrada el día 27 de diciembre 
de 2019 acordó aprobar inicialmente (II) y someter a información pública el Plan 
Especial ENC-08 Poblado de sancti Petri-Istmo de sancti Petri, de iniciativa municipal 
y	redactado	por	la	Oficina	de	Proyectos	Urbanísticos	de	este	Excmo.	Ayuntamiento.	
Asimismo, con fecha 14 de enero de 2020 se acuerda por el citado órgano colegiado 
aprobar la corrección de error de legibilidad de diversos planos del archivo en formato 
pdf	del	Plan	Especial	y	proceder	a	su	publicación	oficial.
 En cumplimiento de lo acordado, dicho documento se somete al trámite 
de información pública de conformidad con lo establecido en los artículos 32 y 39 
de la ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, por 
plazo	de	UN	MES,	mediante	anuncios	insertos	en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia,	
diario de mayor difusión de la provincia, en páginas de información provincial, en el 
Tablón de Edictos digital del Ayuntamiento, para que cualquier interesado o afectado 
pueda	formular	las	alegaciones	que	estime	pertinentes,	a	cuyo	fin	el	citado	expediente	
podrá	ser	consultado	en	las	oficinas	de	la	Delegación	Municipal	de	Planeamiento	y	
Urbanismo, sitas en la Calle Constitución n.º 4, 1ª planta, en días y horas hábiles. 
Igualmente	 se	 publicará	 en	 la	 página	web	 oficial	 del	Ayuntamiento	 (https://www.
chiclana.es/delegaciones-y-servicios/urbanismo/tablon-de-anuncios) y en el Portal 
de	 la	Transparencia	 del	Ayuntamiento	 en	 la	 sección	 “Normativa	 y	 documentos	 en	
tramitación”. 
 lo que se hace público para general conocimiento. En Chiclana de la frontera, 
a 22/01/2020. lA TENIENTE DE AlCAlDE DElEGADA  DE URBANIsMO Y 
DISEMINADO,		Fdo.:	Ana	María	González	Bueno.		 	 											nº 5.090

___________________

ayuntaMiento de veJer de la frontera
ANUNCIO

 Por medio del presente se pone en conocimiento que mediante Decreto de 
la Alcaldía con referencia administrativa vJsEC-00027-2020 de fecha diecisiete de 
enero de 2020, en uso de las atribuciones conferidas por la normativa vigente sE HA 
DECRETADO:
	 “DON	FRANCISCO	MANUEL	FLOR	LARA,	ALCALDE-PRESIDENTE	
DEl EXCMO. AYUNTAMIENTO DE vEJER DE lA fRONTERA (CáDIZ), en uso 
de	las	atribuciones	que	le	confiere	la	normativa	vigente.
 Ante la imposibilidad de asistencia del sr. Alcalde-Presidente Don francisco 
Manuel flor lara, por motivos de agenda, a la Junta de Gobierno local, convocada 
en sesión ordinaria para el día 17 de enero de 2020, a las 09:00 horas, y a los efectos 
de posibilitar su celebración. REsUElvO:
 PRIMERO.- DElEGAR las funciones que corresponden a esta Alcaldía 
en la Junta de Gobierno local, convocada para el día 17 de enero de 2020, a las 09:00 
horas,	en	la	primera	teniente	de	Alcalde	Doña	Francisca	Sánchez	Galván.
 sEGUNDO.- la presente Resolución surtirá efectos el día de su adopción, 
sin	perjuicio	de	su	publicación	en	el	Boletín	Oficial	de	la	Provincia.	Asimismo	será	
fijada	en	el	Tablón	de	Anuncios	de	esta	Casa	Consistorial	y	de	ella	se	dará	cuenta	al	
Pleno de la Corporación en la primera sesión que se celebre.
 TERCERO.- En lo no previsto, se estará a lo establecido en la ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen local, en el Real Decreto 2568/1986, de 
28	de	noviembre,	por	el	que	se	aprueba	el	Reglamento	de	Organización,	Funcionamiento	
y Régimen Jurídico de las Entidades locales y demás disposiciones que resulten de 
aplicación.”
 lo que se hace público para general conocimiento. 17/01/2020. El 
AlCAlDE. fdo.: francisco Manuel flor lara.           nº 5.098

___________________

ayuntaMiento de alGar
ANUNCIO

 Por Resolución de la Alcaldía nº 174 de fecha 7 de noviembre de 2019, se 
acordó someter a información pública nuevamente el estudio de viabilidad económico-
financiero	corregido,	relativo	a	la	concesión	del	servicio	de	explotación	del	Bar	del	
Centro de Día Municipal, redactado por los servicios del CAEl de la Excma. Diputación 
Provincial	de	Cádiz,	publicándose	efectivamente	en	BOP	nº	222,	indicándose	que	“la	
exposición	al	publico	será	por	el	plazo	de	un	mes	a	contar	desde	el	día	siguiente	a	
la publicación del presente anuncio, de conformidad con el artículo 247.3 de la ley 
9/2017 de 8 de noviembre, de contratos del sector Público, por la que se transponen 
al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE	y	2014/24/UE,	 de	 26	de	 febrero	 de	 2014.	Durante	 dicho	plazo	podrá	
ser examinado por cualquier interesado en las dependencia municipales para que se 
formulen las alegaciones que se estimen pertinentes. Asimismo, estará a disposición 
de los interesados en la sede electrónica de este ayuntamiento dirección https://www.

algar.es”. 
	 Constatado	fallo	técnico	de	esta	última	y	modificada	la	misma,	se	prorroga	
el periodo de información pública durante otro mes más, estando disponible a los 
interesados en la dirección https://ayuntamientodealgar.sedelectronica.es/. 
	 22/01/2020.	El	Alcalde.	Firmado:	José	Carlos	Sánchez	Barea.							nº 5.106

ADMINISTRACION DE JUSTICIA

JuzGado de lo social nº 3
cadiz
EDICTO

 D/Dª lIDIA AlCAlA COIRADA, lETRADO/A DE lA 
ADMINIsTRACIóN DE JUsTICIA DEl JUZGADO DE lO sOCIAl NUMERO 3 
DE CADIZ.
	 HACE	SABER	Que	en	los	autos	seguidos	en	este	Juzgado	bajo	el	número	
94/2018 a instancia de la parte actora D/Dª. JUAN CARlOs TEY ORMAZABAl 
contra J.M sURvEYOR s.l Y fONDO DE GARANTIA sAlARIAl sobre Ejecución 
de títulos judiciales se ha dictado REsOlUCION del tenor literal siguiente:
 PARTE DIsPOsITIvA
 ACUERDO: Declarar al/a los ejecutado/s JM sURvEYOR sl en situación 
de INsOlvENCIA por importe de 5.744,8298 euros, insolvencia que se entenderá a 
todos los efectos como provisional. Archívese el presente procedimiento y ése de baja 
en los libros correspondientes.
 Notifíquese la presente resolución.
 MODO DE IMPUGNACIóN: Contra la presente resolución cabe recurso 
directo de revisión que deberá interponerse ante quien dicta la resolución en el 
plazo	de	TRES	DÍAS	hábiles	siguientes	a	la	notificación	de	la	misma	con	expresión	
de la infracción cometida en la misma a juicio del recurrente, art. 188 l.R.J.s El 
recurrente	que	no	tenga	la	condición	de	trabajador	o	beneficiario	de	régimen	público	
de la seguridad social deberá hacer un depósito para recurrir de 25 euros, en el nº 
de	cuenta	de	este	Juzgado	nº	debiendo	indicar	en	el	campo	concepto,	la	indicación	
recurso seguida del código "31 social- Revisión". si el ingreso se hace mediante 
transferencia bancaria deberá incluir tras la cuenta referida, separados por un espacio 
con la indicación "recurso" seguida del "código 31 social- Revisión". si efectuare 
diversos	pagos	en	la	misma	cuenta	deberá	especificar	un	ingreso	por	cada	concepto,	
incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando en el 
campo	de	observaciones	la	fecha	de	la	resolución	recurrida	utilizando	el	formato	dd/
mm/aaaa. Quedan exentos de su abono en todo caso, el Ministerio fiscal, el Estado, 
las Comunidades Autónomas, las Entidades locales y los Organismos Autónomos 
dependientes de ellos.
 El/lA lETRADO/A DE lA ADMINIsTRACIóN DE JUsTICIA.
 "la difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el 
proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los 
datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho 
a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.
 los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, 
ni	comunicados	con	fines	contrarios	a	las	leyes."
	 Y	 para	 que	 sirva	 de	 notificación	 al	 demandado	 J.M	 SURVEYOR	 S.L	
actualmente en paradero desconocido, expido el presente para su publicación en el 
BOlETIN OfICIAl DE lA PROvINCIA, con la advertencia de que las siguientes 
notificaciones	 se	harán	en	estrados,	 salvo	 las	que	deban	 revestir	 la	 forma	de	auto,	
sentencia,	o	se	trate	de	emplazamientos.
 En CADIZ, a trece de enero de dos mil veinte. El/lA lETRADO/A DE 
lA ADMINIsTRACIóN DE JUsTICIA. firmado.
 "la difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el 
proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los 
datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho 
a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.
 los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, 
ni	comunicados	con	fines	contrarios	a	las	leyes."	 	 									nº 4.487
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